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Proyectar una sociedad integrada significa 
pensar en las condiciones necesarias para 
la efectiva inclusión de los ciudadanos en las 
instituciones y los programas del Estado y en 
sus redes sociales y culturales. Pensando en 
los niños, adolescentes y jóvenes, esto nos 
obliga a revisar las bases institucionales que 
dan soporte al individuo para su integración 
en la sociedad y para la realización de una ciu-
dadanía que respete sus derechos en ámbitos 
que tienen por misión trabajar con ellos o que 
afectan sus representaciones sociales.

En este caso, nos proponemos conocer tres 
ámbitos muy diferentes de la sociedad uru-
guaya: el de las representaciones sociales, 
el del control social y el de la socialización. 
En primera instancia, indagamos qué repre-
sentaciones se tejen respecto de la violencia 
social, la niñez, la adolescencia y la juventud 
en los medios masivos de comunicación, ins-
tituciones centrales de transmisión cultural y 
de información en la era global. Luego nos 
ocupamos del problema de la aplicación de 
medidas punitivas a menores infractores en el 
Poder Judicial con el objetivo de conocer qué 
cambios trajo la nueva normativa que repre-
senta el Código de la Niñez y la Adolescen-
cia (en adelante cna) en esta institución de 
control social. Finalmente, mostramos cómo 
se tratan y conciben los problemas de convi-
vencia en el ámbito de la enseñanza media y 
qué espacio tiene la nueva perspectiva de de-
rechos que la Convención de los Derechos del 
Niño (cdn) instituyó en este ámbito de sociali-

zación. Abordar el problema de la violencia en 
la educación significa pensar la cultura social 
de resolución del conflicto en el ámbito educa-
tivo, ámbito fundamental de construcción de 
ciudadanía y promoción de derechos.

Existen tres aspectos que justifican unificar 
en un mismo trabajo la investigación en es-
tos ámbitos. El primero, difundir conocimiento 
respecto de las representaciones sociales de 
la violencia vinculada a niños, adolescentes y 
jóvenes. El segundo, conocer mejor las prácti-
cas de instituciones de control social y sociali-
zación (secundaria o terciaria) respecto de los 
jóvenes y los problemas de violencia o con-
vivencia social. Y el tercero, aportar insumos 
para la reflexión respecto del impacto de las 
prácticas institucionales y representaciones 
sociales en la producción y reproducción de 
la violencia social respetando la especificidad 
de cada uno de los campos indagados.

En la sociedad de hoy los problemas de in-
seguridad no pueden pensarse fuera de los 
procesos de reproducción institucional del 
conflicto y la desigualdad social. La pobreza, 
el desestimiento escolar, el embarazo adoles-
cente, el desempleo, la falta de acceso a la 
información, la violencia doméstica, la esca-
sez de espacios públicos, el uso reducido de 
circuitos culturales, los problemas de vivienda 
y la vulnerabilidad frente a la violencia caracte-
rizan —entre otros elementos— las múltiples 
situaciones de los jóvenes uruguayos hoy. Co-
rresponde conocer el vínculo existente entre la 
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vulnerabilidad, la violencia social (lo opuesto 
a la integración) y el desempeño de las insti-
tuciones de integración social en estas reali-
dades. Se evalúa así la posibilidad de analizar 
los lazos entre conformación de estigmas o 
exclusiones que determinan trayectorias so-
ciales y las prácticas de las instituciones que 
tienen por objetivo trabajar en pos de la inser-
ción social de niños, adolescentes y jóvenes. 
Estamos hablando, concretamente, del siste-
ma educativo, de la salud, de la vivienda, del 
sistema de justicia, de la seguridad y de la re-
distribución económica.

El análisis que proponemos se hace a la luz de 
algunas consideraciones. En primer término, 
la idea de que la violencia social es estructu-
ral en el país y puede ser desarticulada por 
las instituciones públicas de integración so-
cial. Esta desarticulación enfrentará mayores 
dificultades en la medida en que las propias 
instituciones y los programas del Estado estén 
más o menos permeados por prácticas que 
favorecen la inclusión o reproducen la segre-
gación. Se asume por tanto la posibilidad de 
que el Estado participe en los procesos de re-
producción de la violencia social en su esfera.

De hecho, la relación entre violencia social, ge-
neraciones e instituciones del Estado en Uru-
guay ha mostrado que las medidas socioeco-
nómicas por sí solas no bastan para cambiar 
la situación de niños, adolescentes y jóvenes si 
no se ingresa en acciones que se planteen re-
vertir la reproducción institucional de prácticas 
de violencia en determinadas esferas. Son fun-
damentales, en este sentido, políticas de sub-
jetividad que, típicamente, pueden canalizarse 
mediante acciones educativas en los más di-
versos ámbitos (sistema educativo, asistencia, 
control social y justicia). A ello se suma la idea 
de que la actividad educativa es un eje sustan-
tivo de intervención pública capaz de incidir en 
la reducción de la violencia social. Esto, siem-
pre y cuando se integre en un conjunto más 
amplio de acciones estructurales.

En la década de los noventa se consolidaron 
respuestas neoliberales que se legitimaron e 
implementaron gradualmente durante la etapa 

dictatorial profundizando los efectos de una 
crisis vivida por el país sin solución de con-
tinuidad desde mediados de los años sesen-
ta. La violencia social, que aumentó sosteni-
damente en los noventa y se consolidó con 
posterioridad, se explicaba como el efecto de 
muchos años de políticas de desinversión. La 
interpretación predominante de la recomposi-
ción social y por tanto de la disminución de la 
violencia desde mediados de los noventa fue 
la apuesta a la redistribución, la prevención y 
la asistencia social, junto con una mayor in-
versión en el área de niñez y adolescencia. 
Se asumió que la violencia social retrocedería 
modificando sus causas estructurales como 
resultado de un conjunto de transferencias 
económicas y políticas realizadas muy espe-
cialmente sobre la infancia y la adolescencia. 
Esta idea es acertada, pero omite actuar sobre 
los procesos que tenían lugar en las institucio-
nes educativas, de protección a la infancia, de 
justicia y de transmisión cultural, que también 
inciden en la producción de la vulnerabilidad y 
la violencia social. Esto supone asumir que la 
violencia social puede producirse o continuar-
se a nivel institucional y que debe ser interve-
nida para no reproducir formas de exclusión y 
desintegración social.1

1	 Los trabajos de Castel (1997) en Francia mostraron cómo 
las políticas denominadas de inclusión pueden llegar a 
profundizar la fragmentación social, lo cual se ocasiona 
por el retroceso de políticas universales cuyos efectos 
las políticas de inclusión no llegan a superar. En el Uru-
guay de los noventa, Morás (1994) analizó el modo en 
que el Estado retrocedió en materia de protección de los 
derechos de la niñez y la adolescencia. Entrada la dé-
cada de los dos mil, en el sistema educativo los aportes 
de Martinis (2011) muestran el proceso de etiquetamien-
to que surge en los noventa con la nomenclatura utiliza-
da para designar a los centros educativos, que tiene la 
particularidad de estigmatizar poblaciones vulnerables. 
En el ámbito de las políticas de prevención de la violen-
cia, políticas implementadas en gobiernos progresistas, 
Fraiman y Rossal (2009) muestran la reproducción de la 
violencia estatal estudiando cómo las políticas de partici-
pación terminan amplificando la voz del vecino conserva-
dor, acentuando las tensiones existentes en el interior del 
propio Estado entre «mano derecha y mano izquierda». 
Esta tensión puede pensarse como una tensión consti-
tutiva que los gobiernos progresistas tienen dificultades 
en superar, lo cual justifica la necesidad de investigar las 
claves institucionales, políticas y culturales que están en 
el origen de estos procesos.
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Las respuestas dadas al conflicto social a 
inicios del siglo xxi parecen consolidar la le-
gitimidad de argumentos que naturalizan ten-
dencias y demandas sociales punitivas por en-
cima de estrategias que privilegian el diálogo, 
la participación y la prevención en materia de 
políticas públicas en diferentes escenarios so-
ciales. Ello se verifica muy especialmente en 
el debate vinculado a violencia y juventud y en 
los ámbitos institucionales que se ocupan de 
niños, adolescentes y jóvenes. Las represen-
taciones sociales del conflicto en los medios 
de comunicación, en el ámbito de la justicia 
juvenil y en la educación han sido selecciona-
das para este trabajo como tres ámbitos en los 
que pueden abordarse los problemas de la ju-
ventud y su vínculo con la violencia social y las 
prácticas institucionales.

El eco creciente de demandas de castigo y 
encierro de poblaciones que se visualizan 
como responsables del delito y se sitúan por 
fuera de la «sociedad» se hace presente como 
«respuesta» eficaz frente a la violencia. Estas 
demandas canalizan los sentimientos de pro-
tección frente a la inseguridad y los miedos 
y tienen a los adolescentes y jóvenes como 
uno de sus focos privilegiados. Es difícil com-
prender la legitimidad de tales demandas en 

Uruguay, renovadas hoy en el pedido de baja 
de la edad de responsabilidad penal, cuando 
el aumento de la población carcelaria en los 
últimos 20 años2 y la recurrente aplicación de 
medidas de privación de libertad a menores 
de 18 años no han incidido en la disminución 
de los niveles de violencia. A juzgar por el im-
pacto que han tenido estas medidas, resta 
evaluar su eficacia ya no con relación al pro-
blema que pretenden resolver (el delito) sino 
en términos de la consolidación de un nuevo 
orden social más excluyente. Pero, sobre todo, 
resta evaluar las raíces sociales de la violencia 
sobre las que se construyen y naturalizan es-
tos argumentos que, en definitiva, constituyen 
la parte final y más visible de un proceso pro-
fundo que encarna, desde la base, en las insti-
tuciones de socialización e integración social.

La sobreexposición de los delitos protagoni-
zados por jóvenes —especialmente aquellos 
vinculados a hurtos y rapiñas— en la crónica 
roja oculta el hecho de que los niños, adoles-
centes y jóvenes de contextos de pobreza y 
exclusión siguen siendo aquellos que ven sus 

2	 2.791 personas recluidas en 1990, 4.369 en el año 2000 
y más de 8.000 presos para el año 2009 (Paternain y 
Sanseviero, 2008).
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derechos mayormente vulnerados (Paternain, 
2008). Esta sobreexposición choca con la pro-
porción que representan los delitos cometidos 
por menores de edad en el conjunto: apenas 
el 4,5% del total.3 En este contexto, la violen-
cia vivida en espacios institucionales tan dife-
rentes como los programas de rehabilitación, 
la cárcel, los hogares del Instituto del Niño y 
el Adolescente del Uruguay (inau) y los cen-
tros educativos marca un nuevo perfil de las 
formas de exclusión en el país, que ha sido 
escasamente abordado por la investigación 
académica o institucional.

Así, un discurso que legitima representacio-
nes de defensa no cesa de crecer, alimentán-
dose de informaciones que resultan difíciles 
de revertir. Por ejemplo, una de las dificulta-
des más importantes en las percepciones del 
sistema de judicialización de adolescentes por 
infracciones a la ley penal es la ausencia de 
claridad acerca de los conceptos que se ma-
nejan: el desconocimiento de la existencia de 
un sistema de responsabilidad penal de ado-
lescentes está en la base de lo que se expresa 
hoy en día en la demanda de bajar la edad de 
responsabilidad penal (Tenenbaum, 2010). El 
desafío aparece a la hora de pensar políticas 
de seguridad, de comunicación y de justicia 
juvenil. Con la expansión de una percepción 
que naturaliza la violencia más allá de sus lí-
mites reales, surge la urgencia de generar una 
nueva noción de seguridad ciudadana que im-
pacte en los actores y sus prácticas concretas 
(Tavares dos Santos, 2004).

No obstante, este discurso no crece en el aire. 
En las últimas dos décadas, la violencia so-
cial en sus diferentes aspectos ha aumentado 
en el país. La fragmentación de la sociedad 
y la ruptura de lazos sociales constituyen un 
problema insoslayable de la agenda social y 
política del Uruguay del siglo xxi. En este con-
texto, desde los años noventa se han imple-

3	 Solo el 4,5% del total de los delitos cometidos en Uru-
guay es protagonizado por adolescentes. Esa cifra se 
mantiene sin grandes variaciones desde la década de 
los noventa, según datos presentados por el Comité de 
los Derechos del Niño Uruguay.

mentado diferentes acciones y políticas para 
tratar de abordar las variadas manifestaciones 
de la violencia y generar una política de segu-
ridad ciudadana en un panorama definido por 
el aumento constante de todas las tasas de 
delito y de la población encarcelada. Pese a 
ello, el país ha mostrado dificultades en sos-
tener una política constante en materia de se-
guridad (Paternain y Sanseviero, 2008) y en 
consolidar una agenda cuyos objetivos tras-
ciendan los períodos de gobierno; esto muy 
especialmente en lo atinente a los niños, ado-
lescentes y jóvenes (De Armas, 2008).

Defendemos en este trabajo la idea de que 
una política que pretenda revertir estos pro-
cesos debe tomar en cuenta las prácticas 
institucionales que se encuentran en el ori-
gen de la reproducción de discriminaciones, 
estigmatizaciones y violencias. La dimensión 
institucional —y por esta vía cultural— requie-
re de experiencias renovadas que efectivicen 
el ejercicio de los derechos y la participación 
colaborando en la construcción de ciudada-
nía con políticas de subjetividad. Se trata de 
pensar lo nuevo y desterrar lo viejo. Sumán-
dose a la prevención, la ciudadanía surge so-
bre la base de la protección de los derechos 
fundamentales, pero también de su ejercicio 
y práctica en las instituciones que conforman 
la vida cotidiana: en el caso de los niños, ado-
lescentes y jóvenes, fundamentalmente en el 
sistema educativo. Así es que, para cumplir-
se, los objetivos de integración requieren de 
mecanismos institucionales específicos y de 
largo plazo que den cuenta de los problemas 
que generan y reproducen diversas violencias 
sociales no ya en la «sociedad», afuera, sino 
en el marco de las propias instituciones del 
Estado, o sea, adentro.

De este modo, el problema de la violencia so-
cial y de la seguridad en sus diversos niveles 
requiere de la búsqueda de nuevos mecanis-
mos de atención, resolución y canalización 
del conflicto, con un anclaje real en los pro-
cedimientos institucionales. Observamos, de 
hecho, la dificultad del país para implemen-
tar nuevas formas organizacionales, analizar 
su eficacia a la luz de los resultados obteni-
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dos y vislumbrar la mejora de la política de-
sarrollada. La reforma del Estado en materia 
de justicia y seguridad tiene aquí uno de sus 
mayores desafíos: trabajar la violencia social 
transformando la violencia institucional, esto 
es, aquella que tiene lugar en el seno del pro-
pio Estado y sus aparatos de poder (Mallo y 
Viscardi, 2010).

Algunas transformaciones se han implementa-
do en la materia. La Ley General de Educación 
y la Ley de Violencia Doméstica, por ejemplo. 
En el caso de la justicia juvenil, el cna, con la 
introducción de la perspectiva de «lo social» 
—que termina resultando contrapuesta a una 
mirada meramente jurídica del acto—, cons-
tituye una de las innovaciones en el proceso 
jurídico. Desde los años noventa, esta pers-
pectiva se ha expresado mediante la inserción 
de las profesiones asociadas al trabajo social 
o la psicología en ámbitos institucionales nue-
vos, fuera de aquellos tales como el inau o 
programas de asistencia social. Nos referimos 
aquí a la creación de equipos multidisciplina-
rios integrados por psicólogos y trabajadores 
sociales insertos en las escuelas, en los liceos 
y en las escuelas técnicas, así como en el ám-
bito de los juzgados de familia. A ello se sumó 
la creación del Ministerio de Desarrollo Social 
(mides), que consolidó todo un campo de ac-
ción en la materia.

Por otra parte, la interinstitucionalidad se pro-
pone como eje para la atención de diversos 
problemas sociales, exigiendo una transfor-
mación de las lógicas de antiguas institucio-
nes como el sistema educativo, la policía o 
el Poder Judicial. En diversos campos, ella 
se ha impulsado en clave de desarrollo de 
una perspectiva de lo social.4 Sin embargo, 
el sentimiento de amenaza y de invasión al 
campo expresa las concepciones tradicio-

4	 Un ejemplo claro es el Sistema Integral de Protección 
a la Infancia y la Adolescencia contra la Violencia 
(sipiav), creado el 25 de abril de 2007, presidido por 
el inau. Este está integrado además por el mides, el 
Ministerio de Salud Pública, el Ministerio del Interior y la 
Administración Nacional de Educación Pública (anep), y 
cuenta con el apoyo de unicef y pnud.

nales de los roles institucionales que se ad-
judican a determinados ámbitos. La asocia-
ción entre la tarea de enseñanza y el sistema 
educativo, la aplicación de la ley y el Poder 
Judicial, la función de represión y la policía, 
la misión de amparo y el inau aparecen como 
las atribuciones de subsistemas que difícil-
mente puede romper una articulación entre 
instituciones, programas o actores si no es 
mediante una modificación estructural de las 
culturas institucionales.

¿Cómo introducir la educación y el trabajo 
social en la justicia y en las sentencias dicta-
das? ¿Cómo trabajar la prevención del delito 
y la violencia doméstica desde la policía y su 
contacto con la sociedad y las comunidades? 
¿Cómo construir ciudadanos activos desde la 
lógica del amparo prevalente en el inau? Es-
tas interrogantes se suman a la urgencia de 
revertir prácticas que atentan contra los de-
rechos de niños, adolescentes y jóvenes que 
tienen lugar cuando se produce una sentencia 
judicial desmedida para un delito de bagatela, 
una desatención en un hogar de amparo, vio-
lencias físicas y psicológicas en contexto de 
privación de libertad, la expulsión sostenida 
de jóvenes pobres del sistema educativo o el 
maltrato en el procedimiento de detención.

Este trabajo aborda, así, tres ámbitos diferen-
tes del contexto institucional y social que trata 
o se ocupa de temas de niñez, adolescencia 
y juventud. En primer término, se analiza el 
modo en que los niños, adolescentes y jóve-
nes aparecen en las noticias diarias de pren-
sa. En el entendido de que hablar de violencia, 
juventud y medios nos remite a comprender 
los mecanismos de construcción de las repre-
sentaciones colectivas respecto de estos, es 
fundamental conocer cómo se construye la 
noticia. Con esto no pretendemos «culpar» a 
los medios de la violencia social o la estigma-
tización de algunos sectores —ni disculpar-
los—, sino colaborar en la comprensión de los 
mecanismos específicos —y muchas veces 
no explicitados— que contribuyen a focalizar 
ciertos sectores sociales frente a otros en el 
juego de representaciones y luchas simbóli-
cas por un modelo de orden y paz.
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Por otra parte, no se puede hablar de violencia 
sin pensar en la práctica punitiva y las sancio-
nes que toda sociedad pone en ejercicio cuan-
do además de ejercerse violencia se infringe 
la ley. Por este motivo, procurando conocer el 
impacto de las últimas transformaciones del 
cna, se analizan los discursos de los operado-
res de los juzgados letrados de adolescentes 
de Montevideo con el objetivo de comprender 
qué elementos orientan la práctica judicial. Ello 
pone en juego, fundamentalmente, el papel 
que puede jugar la esfera de lo social por inter-
medio de los asistentes sociales y psicólogos 
en la comprensión de la realidad vivida por los 
adolescentes y el modo en que ello ancla en 
el proceso judicial. Asimismo, permite ver las 
tensiones existentes en la aplicación del código 
y en la interpretación de lo que supone respon-
sabilizar, sancionar y educar a la vez.

Finalmente, uno de los espacios donde la so-
ciedad tiene la oportunidad de construir ciu-
dadanía de modo activo con niños, adoles-
centes y jóvenes es el sistema educativo. Los 
problemas de convivencia y el fenómeno de 
violencia escolar han llevado a la necesidad 
de conocer las raíces culturales del conflicto 
en la enseñanza media, mostrando que, con-
tra lo que la opinión pública entiende, los cen-
tros educativos son un espacio seguro en Uru-
guay. No obstante ello, aún resta mucho por 
comprender respecto de la naturaleza de sus 
estructuras culturales, muy especialmente en 

su capacidad de colaborar en la consolidación 
de prácticas participativas de los jóvenes —lo 
cual supone fomentar su voz— y preguntarse 
por qué la sanción, la expulsión y la exclusión 
siguen siendo los mecanismos más frecuen-
tes de resolución del conflicto. Cuando estos 
mecanismos se reproducen en contexto de di-
ficultad estructural para vincular significativa-
mente a los estudiantes con el conocimiento 
y el saber, el resultado es, efectivamente, el 
desinterés y la exclusión escolar. Trabajar la 
relación con el saber pasa inevitablemente por 
trabajar el vínculo con el otro y la convivencia. 
En este contexto, buscamos revertir las bases 
institucionales de la desigualdad que se veri-
fica en las dificultades que tienen muchos jó-
venes uruguayos de permanecer en el sistema 
de enseñanza y finalizar el ciclo de educación 
obligatoria.

Como se observa, en estos tres campos el Es-
tado tiene mucho por proponer a efectos de 
implementar cambios culturales en las insti-
tuciones de socialización (medios y escuela) 
y control social (Poder Judicial). La identifica-
ción de las dificultades en defender los dere-
chos de niños, adolescentes y jóvenes garan-
tizando su inclusión social y su participación 
efectiva en la sociedad se asocia a la defen-
sa de una institucionalidad que solamente el 
Estado, como garante del espacio público, 
puede transformar en tanto actor político con 
objetivos democráticos.
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Dar cuenta de las transformaciones que han 
operado en las políticas de control y preven-
ción del delito en jóvenes implica investigar 
los cambios en las representaciones sobre 
infancia, adolescencia y juventud. Abordar el 
proceso social de construcción del imaginario 
sobre «minoridad» es una forma de esclarecer 
el sentido que muchos debates sociales co-
bran en la opinión pública y, en parte, en los 
ámbitos parlamentarios y en la estructuración 
de políticas de seguridad.

El tratamiento de los temas de infancia y ado-
lescencia en los medios ha cobrado gran im-
portancia en la agenda de investigación sobre 
derechos humanos y medios de comunicación. 
En la vida cotidiana, ello se debe a la asociación 
entre inseguridad y peligrosidad y a la cuestión 
de la «minoridad infractora», asociación que se 
observa en la prensa nacional y regional. Esta 
alimenta una demanda social crecientemente 

5	 Un análisis parcial de los resultados y varios elementos 
contenidos en este trabajo fueron publicados en el infor-
me final del proyecto Viscardi, Nilia: Proyecto I+D 2008 
«Jóvenes, inau y Poder Judicial. El costo de las miradas 
alternativas». El proyecto fue realizado con la colabo-
ración de Marcia Barbero. Asimismo, algunos artículos 
fueron elaborados en colaboración con Marcia Barbero 
(Viscardi y Barbero, 2011).

punitiva en Uruguay, un país de baja tasa de 
violencia, lo que lleva a la necesidad de inves-
tigar los mecanismos que operan y se asocian 
con las bases sociales de la inseguridad.

La asociación discursiva entre violencia, niñez 
y adolescencia en los medios no puede ser ne-
gada para pensar los procesos de conforma-
ción de nuestra conciencia colectiva y analizar 
su impacto en las representaciones sociales. 
Estudiar su tratamiento en la prensa significa 
abordar uno de los factores que inciden en 
las representaciones relativas a seguridad, 
estabilidad e interpretaciones respecto de las 
«causas» sociales del delito. Se configura así 
una pugna social en la que tanto se «informa» 
como se «analiza», se estudia, se observa y se 
abre al juego de interpretaciones que muchas 
veces alimenta preguntas relativas a la justi-
cia, la culpa, el abandono y la alteridad. Este 
juego de interpretaciones sustenta y a veces 
transforma corrientes de opinión que se refle-
jarán en el campo político, en el campo legal y 
en las prácticas institucionales de los diferen-
tes agentes involucrados (Kessler, 2009).

Pero la importancia atribuida a estos temas 
también nace de los actores que trabajan en el 
campo específico de la niñez y la adolescencia. 

 
	 Representaciones  
	 colectivas  
	 de la violencia:  
	 el papel de los medios5

Con la colaboración de Marcia Barbero
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La vulnerabilidad social sufrida especialmente 
por niños, adolescentes y jóvenes en nuestro 
país se expresa en diferentes dimensiones: di-
ficultades para finalizar los ciclos educativos 
obligatorios, mayores niveles de pobreza o 
indigencia, participación en redes de trabajo 
informal, vivencia de la violencia doméstica, 
persistencia en situación de calle, delincuen-
cia, entre otros. En este mapa, el problema de 
niños y adolescentes se configura como otro 
aspecto a tratar y se encuentra en interpreta-
ciones en tensión. Mientras algunos sectores 
entienden que los niños y jóvenes que protago-
nizan la violencia delictiva son víctimas de un 
modelo social desigual a la vez que terminan 
más vulnerados en función de los efectos que 
la delincuencia tiene en ellos, otros entienden 
que la realización de un delito es resultado de 
opciones personales y debe tener por respues-
ta medidas punitivas que, se postula, no son lo 
suficientemente severas. Y el centro del debate 
está en el momento en que deben recrudecer-
se las medidas, o sea, en la adolescencia. Pre-
venir se asociaría a preservar la actual legisla-
ción y promover mayores condiciones para la 
integración social para unos, mientras que para 
otros prevenir es modificar el actual estado de 
cosas reforzando el papel punitivo del Estado a 
más temprana edad.

En ambas visiones el papel del Estado es inter-
pelado. De un lado, existen corrientes de opi-
nión ancladas en cierta lectura de «lo social» 
que asocia la vulnerabilidad de niños, ado-
lescentes y jóvenes a causas estructurales: la 
desigualdad social, la pobreza, los problemas 
generacionales y de género. De otro, no se 
focalizan las causas estructurales o institucio-
nales, sino que se busca imponer el mandato 
legal y ampliar el margen punitivo del Estado y 
sus instituciones, alimentado una visión próxi-
ma a la de la teoría de la «tolerancia cero».

En el correr de este año, dos debates dan 
cuenta de la segunda línea. La propuesta, en 
primer término, de rebaja de la edad de res-
ponsabilidad penal ha llevado a cuestionar el 
papel de los medios. Una de las interpretacio-
nes posibles es que esta iniciativa, enunciada 
como «respuesta» al problema de la violencia, 

surge como reacción a un estado de alarma 
social que sobredimensiona el protagonismo 
de los adolescentes en las actividades delicti-
vas, oculta otras facetas del delito y culpabili-
za a los adolescentes y jóvenes. Un segundo 
debate fue el relativo a la aplicación del regla-
mento en el liceo Zorrilla, que cuestionaba la 
flexibilización de los mecanismos de control 
disciplinario y de los niveles de exigencia aca-
démica en la educación media. La dirección 
del centro asumió que se revertiría la deser-
ción acentuando los controles de asistencia y 
aumentando la exigencia académica. La pro-
puesta es de interés, siempre y cuando no se 
limite al mero control de asistencia y al debate 
reglamentarista que ocasionó. O sea, es inte-
resante siempre que pueda revertir las lógicas 
docentes que están por detrás del desinterés 
estudiantil, que no se revierten con la mera 
mano dura que recae en el estudiante: ha de 
recaer también en el docente, y esto hoy no 
ocurre. Debemos preguntarnos por qué, una 
vez más, la sanción, la evaluación y la exigen-
cia recaen solamente del lado de los jóvenes. 

Desconocer esta realidad y retornar a la disci-
plina como estructurador discursivo es negar 
las nuevas lógicas generacionales referentes 
a los criterios de reconocimiento y de respeto 
entre jóvenes y adultos. Amparándose en una 
discusión de reglamentos y jerarquías se ob-
via el problema más profundo de la relación 
con el saber y de la revitalización de un sis-
tema de enseñanza que, más allá de las difi-
cultades asociadas al mundo laboral y a los 
jóvenes, produzca un interés genuino por el 
conocimiento. Sin una relación con el saber, 
sin un liceo «interesante», no lograremos que 
nadie permanezca a mera fuerza de mandato 
burocrático, exigencia académica o promesa 
instrumental. Este es el desafío de la inclusión 
educativa que supone terminar con la lógica 
que subsume en un discurso represivo y exa-
gerado toda manifestación de conflicto o vio-
lencia entre jóvenes en el espacio educativo, 
negando el papel de los docentes en la repro-
ducción del problema.

En ambos casos, el papel de los medios ha 
sido clave al difundir cotidianamente informa-
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ción que apunta al fracaso del sistema edu-
cativo o de los dispositivos de atención a la 
infancia y la adolescencia: los altos niveles de 
deserción, los rendimientos educativos, la vio-
lencia en el liceo, los delitos protagonizados 
por jóvenes, la falta de respuestas del inau. La 
tendencia de esta información, tal como vere-
mos, parece reforzar los elementos que cul-
pabilizan a los jóvenes de los males sociales 
denunciando un sistema educativo y de aten-
ción inoperante. Esto naturaliza el discurso 
de la defensa social y el control, entendidos 
además como respuesta eficaz, pero en nin-
gún momento permite el debate respecto de la 
ineludible y necesaria transformación de estas 
instituciones para dar cuenta de los problemas 
que niños, adolescentes y jóvenes enfrentan 
en una sociedad que consolida fenómenos de 
exclusión. Pues transformar instituciones de 
ningún modo es sinónimo de consolidar prác-
ticas punitivas tales como la respuesta disci-
plinaria, la sanción, la exclusión del aula o la 
privación de libertad.

Desde nuestro punto de vista, es necesario 
de un lado reconocer las fallas del Estado en 
transformar sus instituciones y fortalecer los 
mecanismos y dispositivos de inclusión. Y fal-
ta en este sentido una mayor crítica a las debi-
lidades del Estado uruguayo en los más diver-
sos planos a la hora de implementar sistemas 
de protección y atención efectivos. Esto signi-
fica fortalecer el sistema educativo y transfor-
marlo a efectos de lograr la inclusión educa-
tiva, crear programas efectivos y eficaces de 
amparo y atención a la niñez y la adolescencia 
en el inau, transformar la cultura institucional 
de los programas que trabajan con jóvenes 
vulnerables e inventar dispositivos reales de 
atención a la violencia doméstica. Y supone 
también observar la falta de una política de Es-
tado en materia de medios de comunicación, 
niñez y adolescencia.

Para pensar la incidencia de los medios, y por 
tanto sus efectos, es necesario atender y com-
prender la lógica de estos, que se construye 
en la intersección entre los periodistas y los in-
formantes, el propio medio en tanto empresa, 
el rating y la dinámica de construcción de la 

noticia. Abordamos en esta instancia algunos 
resultados vinculados a una parte mínima de 
este proceso complejo de construcción de la 
información: aquel vinculado al campo de la 
emisión de noticias sobre violencia en la pren-
sa diaria de alcance nacional. Tomando como 
base los resultados globales de un trabajo que 
analiza el vínculo entre violencia, juventud y 
peligrosidad en los medios a partir de un estu-
dio de la prensa nacional, demostraremos que 
este es un ámbito fundamental para abordar el 
juego de interpretaciones en la selección de lo 
«relevante» —aquello que constituye noticia— 
y en la conformación de la opinión pública. 
Por medio del análisis de las noticias selec-
cionadas, el rol que los niños, adolescentes y 
jóvenes juegan, las violencias denunciadas y 
la estructuración de la información se desplie-
gan mostrando cómo se estructuran y evolu-
cionan las representaciones que existen sobre 
las causas —y los culpables— de la violencia 
social en el país.

El juego de representaciones en que se deba-
te un modelo de control social se establece en 
diferentes planos, uno de los cuales es el ma-
nejo de la información y, por ende, de la opinión 
pública. Esto remite al problema del acceso 
(material y simbólico) a los circuitos culturales 
de toda sociedad, pues la fragmentación so-
cial también se genera en la diversificación del 
acceso a la información: aceptamos hoy que 
una de las diferencias principales en nuestras 
sociedades es aquella que «… separa a los 
grupos de mayor nivel económico y educativo 
que toman las decisiones, de las masas […] 
Se trata de desconstruir en los estudios cultu-
rales esta escisión, hacer visibles sus efectos 
antiparticipativos y antidemocráticos respecto 
de los intereses públicos y colectivos» (García 
Canclini, 1993, p. 89).

Y respecto de los medios y sus diferencias, 
o sea, respecto de la pluralidad de la infor-
mación, ¿cada medio es un mundo? Pues 
no siempre, ya que la autonomía o especifi-
cidad relativa de cada periódico, semanario, 
informativo o emisión radial queda en entre-
dicho a la luz del proceso que los estudios de 
la comunicación denominan circularidad de 
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la información. Ya no se pueden separar los 
diferentes medios —prensa escrita, radio y 
televisión— porque estos se encuentran cada 
vez más entrelazados unos con otros. Y debe 
reconocerse que la televisión tiene un papel 
preponderante en esta retroalimentación. Ac-
tualidad es lo que la televisión dice que es ac-
tualidad y la verdad se define en el momento 
en que la prensa, la radio y la televisión dicen 
lo mismo respecto de un acontecimiento. «Y 
sin embargo, la prensa, la radio y la televisión 
pueden decir lo mismo sin que sea verdad» 
(Ramonet, 1998, p. 36). La propia autonomía 
del campo político en los medios puede, en 
esta dinámica, subsumirse a las lógicas de 
poder que estructuran el campo mediático di-
solviendo diferencias que justificaban su exis-
tencia y evolución.

Sumado a ello, una reflexión sobre los medios 
y la construcción de «la verdad» nos lleva a 
una reflexión sobre las percepciones que se 
construyen. Hoy en día el silencio no es una 
vía de censura válida de la información. El tra-
bajo sobre las representaciones sociales y el 
manejo de la información se establece mucho 
más por exceso o saturación de unos temas 
o perspectivas frente a otros. Esta operación 
se establece en parte por medio de la censura 
invisible que Bourdieu (1993) define como un 
proceso que apunta a reprobar ya no mediante 
supresión o negación de la información, sino 
por recorte, sobreexposición, focalización de 

la cámara en un mínimo de realidad: el barrio, 
las viviendas, las personas, la herida. En la 
prensa, este recorte supone la negación de al-
gunas noticias mediante la insistencia en unas 
más que en otras, la adjudicación de roles, la 
identificación de determinados actores o el 
ocultamiento de otros. En síntesis, mediante 
la generación de una realidad distorsionada, 
que focaliza en exceso lo que se pretende 
deslegitimar simbólicamente.

Pensar así los medios nos ayuda a comprender 
el contexto discursivo del debate sobre violen-
cia y juventud. Tal estado de cosas es el que 
ha generado en Argentina el contexto social 
que llevó a justificar la baja de la edad de res-
ponsabilidad penal (Cytryblum, 2009). Al igual 
que en la región, encontramos en Uruguay 
estudios que demuestran la existencia de una 
asociación entre peligrosidad y adolescencia 
en los medios. Tal es el caso del trabajo que 
Vilela Sánchez (2007) realizó vía un monitoreo 
de medios de comunicación entre agosto y no-
viembre de 2006 analizando la agenda referida 
a violencia, infancia y adolescencia. Asimismo, 
el monitoreo de Voz y Voz que viene realizán-
dose desde el año 2007 arroja resultados con-
fluyentes en este sentido (Baleato, 2010). El es-
tudio concluyó que el tema que ocupa mayor 
espacio es el referido a violencia, por lo que la 
infancia y la adolescencia son asociadas con la 
amenaza social, alimentando las bases socia-
les de la inseguridad.
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Con base en el trabajo de Vilela Sánchez he-
mos querido conocer con mayor detalle el rol 
de niños, adolescentes y jóvenes en la pren-
sa en un período de tiempo más extendido. A 
estos efectos se relevaron noticias publicadas 
en los años 2003, 2005, 2007 y 2009, y para 
cada año en los meses de febrero, junio y di-
ciembre. Las noticias relevadas fueron las que 
involucraban hechos de violencia o delictivos 
en las que están mencionados menores de 18 
años de edad y jóvenes de hasta de 24 años. 
La prensa relevada fue la diaria y de alcance 
nacional en dos medios: La República y El 
País. La base final consta de 404 noticias que 
constituyen el objeto de este análisis. De ellas, 
el 58% corresponde al diario La República (en 
adelante lr) y 42% al diario El País (en adelan-
te ep). Las noticias seleccionadas se ubican 
normalmente en las secciones «Policial», «So-
ciedad», «Justicia» o «Comunidad». A partir 
de la base, se buscó organizar la información 
recortando la primera impresión del lector en 
el encuentro con la noticia: el copete, el titular 
y el colgado. Al mismo tiempo se desglosaron 
las noticias por medio y por criterio temporal 
(año, mes y día de la semana).

El hecho más significativo es la duplicación 
de noticias que vinculan violencia, niñez, ado-
lescencia y juventud en el período estudiado. 

La diferencia cuantitativa en la producción de 
noticias que se observa en el salto de 64 a 
130 noticias entre el año 2003 y el 2005 puede 
obedecer a un cambio de concepción de la 
problemática que se verifica en los primeros 
años de la década 2000-2010 y a una mayor 
visibilidad social del tema.

Gráfica n.° 1.

 

Fuente: Elaboración propia basada en el relevamiento de prensa 
digital: ep y lr.

Con relación a la distribución en el tiempo se-
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de noticias es el 2005, con un 33% del con-
junto de noticias para ep y un 32% para lr. La 
segunda tendencia es el cambio en la impor-
tancia dada al tema por cada medio: mientras 
lr comienza el período aportando la menor 
proporción relativa de noticias, finaliza supe-
rando el aporte de ep al pasar del 47 al 69% 
del total de notas.

Gráfica n.° 2.

Fuente: Elaboración propia basada en el relevamiento de prensa 
digital: ep y lr.
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Señalamos, así, dos procesos diferentes: un 
movimiento de conjunto de la prensa en el 
sentido de aumentar la cantidad de notas sis-
temáticamente hasta el año 2005, y un cambio 
que lleva a una inversión en la participación re-
lativa de cada uno de los diarios con relación 
al total de notas producidas, en el que lr con-
cede cada vez más notas sobre el problema 
de violencia, niñez y adolescencia, mientras 
que ep retrocede en su participación.

Se estudiaron también los tipos de violencia 
de que daban cuenta las noticias, tal y como 
eran tipificadas en los medios. Para ello to-
mamos la catalogación hecha por la prensa 
siguiendo sus propios criterios, reagrupán-
dolas. Rapiñas, riñas y disputas, lesiones y 
violencia sexual fueron recodificadas en tanto 
violencia contra la persona; hurto, copamiento 
y depredaciones al patrimonio fueron codifi-
cados como violencia contra el patrimonio. La 
mayor cantidad de noticias vinculadas a vio-
lencia, niñez, adolescencia y juventud refieren 
a homicidio (30% del total) seguidas de los 
delitos contra la persona (24%) y de los delitos 
contra la propiedad.

Gráfica n.° 3. 

Tipificación penal en las noticias

30% Homicidios

18% Delitos contra la propiedad

9% Motines y fugas

24% Delitos contra la persona

4% Otros

6% Opiniones

9% Tránsito

Fuente: Elaboración propia basada en el relevamiento de prensa digital: ep y lr.
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A grandes rasgos, se observa que el homici-
dio varía en su representación, llegando a un 
pico de 26% para el año 2007 y finalizando 
con una abrupta caída en el 2009. En cambio, 
contrastan la estabilidad de las noticias so-
bre violencia contra la persona y la sostenida 
e ininterrumpida tendencia al aumento de las 
noticias sobre violencia contra la propiedad.

Gráfica n.° 4.

Evolución de noticias 2003-2009
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un registro fiel de las estadísticas vinculadas, 
de modo de poder saber en qué medida la im-
portancia brindada a un tema se refleja en la 
cantidad de noticias dedicadas a él. De hecho, 
la tasa de homicidios se ha mantenido estable 
históricamente, a diferencia de los delitos con-
tra la persona, que fueron los que más aumen-
taron en términos proporcionales, y contra la 
propiedad (Paternain, 2008). Las noticias, por 
tanto, no parecen acompañar esta evolución, 
sino seguir criterios propios de la agenda so-
cial y de medios.

Por otra parte, respecto del rol de los niños, 
adolescentes y jóvenes en la noticia, es signifi-
cativo observar la tendencia a la culpabilización 
que se expresa tanto en un importante conjunto 
de notas en el que aparecen como agresores: 
41% del total en todo el período. Esto se ratifi-
ca en la indiferenciación observada en ambos 
medios y en la evolución histórica de las cifras.

Gráfica n.° 5.

Rol de niños, adolescentes y jóvenes
en cada uno de los medios
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Fuente: Elaboración propia basada en el relevamiento de prensa 
digital: ep y lr.

Los movimientos son bastante disímiles cuan-
do se comparan las tendencias en la evolución 
histórica. Analizar esa evolución supone tener 

Fuente: Elaboración propia basada en el relevamiento de prensa 
digital: ep y lr.

Como observamos a continuación, en el perío-
do 2003-2009 hay un cambio en el papel que 
juegan en la noticia los niños, adolescentes y 
jóvenes. Mientras en el año 2003 apenas un 
25% de las noticias los mostraba como agre-
sores, el porcentaje prácticamente se duplica 
el año siguiente pasando al 47% del total de 
noticias, desciende al 34% en el año 2007 y 
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vuelve a ascender al 50% en el año 2009. La 
tendencia parece ser al aumento de noticias 
en las que los niños, adolescentes y jóvenes 
figuran como agresores.

Gráfica n.° 6.

Tendencias en la evolución del rol de niños,
adolescentes y jóvenes como agresores
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identifica el sexo, se hace de modo igualitario 
entre hombres y mujeres.

¿Qué características de edad y género tienen 
los niños, adolescentes y jóvenes en noticias 
vinculadas a violencia? En primer lugar, son 
identificados generacionalmente, sin especifi-
car concretamente su edad. Esta información 
detallada permanece en manos de quien ela-
bora la noticia, y nos hace saber, simplemen-
te, que se trata de un adolescente, un niño, 
un joven o un «menor». En términos del sexo, 
hay una mayor tendencia a la identificación de 
los varones vinculada al rol: mientras no hay 
gran variación en términos de las víctimas, en 
referencia a los agresores cuando se identifica 
el sexo se lo hace prácticamente solo para el 
caso de los varones. En la noticia, entonces, si 
el agresor tiene sexo, es masculino.

Gráfica n.° 7.

Identificación de víctimas y agresores por sexo
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Fuente: Elaboración propia basada en el relevamiento de prensa 
digital: ep y lr.

Respecto de la identificación de los niños y 
adolescentes, las noticias en general no difun-
den la edad, aunque se registraron 20 noticias 
en las que se identifica la edad para el caso 
de los agresores y 41 para el caso de las víc-
timas. Ni en la Ley de Prensa (ley n.° 16099) 
ni en la Ley de Radiodifusión (ley n.° 14670) 
se menciona la prohibición o no de difundir 
información personal de niños, adolescentes 
y jóvenes. Pero el cna (ley n.° 17823) prohíbe 
la identificación del adolescente por cualquier 
medio de comunicación, y podría inferirse que 
mencionar la edad es de alguna manera ofre-
cer datos de identificación, por eso los medios 
optan por no mencionarla.

La identificación por sexo se categorizó en 
función del rol ocupado en la noticia. Esto es, 
sexo del agresor o de la víctima cuando son 
mencionados. En el caso de los agresores, 
un amplio conjunto de las noticias no identi-
fica sexo (74%). Los pocos casos en los que 
se identifica el sexo del agresor corresponden 
a hombres (23% de hombres agresores frente 
a 3% de mujeres agresoras). Con relación a 
las víctimas, en la mitad del cuerpo noticioso 
no se informa el sexo. No obstante, cuando se 

Fuente: Elaboración propia basada en el relevamiento de prensa 
digital: ep y lr.

En un análisis somero de la identificación en 
el lenguaje, hemos reagrupado el conjunto 
de denominaciones de agresores y víctimas. 
Transcribimos a continuación algunos ejem-
plos utilizados primero para agresores y luego 
para víctimas.
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Denominación de los agresores

Fuente: Elaboración propia basada en el relevamiento de prensa digital: ep y lr.

Denominación de las víctimas

�� Acusado

�� Admiradores de Hitler

�� Adolescentes

�� Armado

�� Arrebatadores

�� Asesino

�� Autor de homicidio

�� Bajo medidas de seguridad policial

�� Con prisión

�� De nenes bien

�� De jóvenes

�� De la Colonia Berro

�� Del hogar

�� Del Penal de Libertad

�� Delincuentes

�� Detenida/detenido/s

�� Drogado con pasta base

�� Esquizofrénico

�� Fugado/s

�� Homicida

�� Infractores

�� Internado

�� Jóvenes

�� Juveniles

�� Ladrones y pirómanos

�� Menor fugado

�� Monstruo

�� Peligroso

�� Presunto

�� Que no estudia

�� Rapiñera/rapiñero/s

�� Reincidentes

�� Remitido

�� Sospechoso

�� Violento/s

�� Abusada

�� Acuchillado

�� Aplastado

�� Apuñalado

�� Arrastrada (en Parque Rodó)

�� Asaltados

�� Asesinada/o

�� Asfixiada

�� Atropellado/s

�� Baleada/o

�� Bella

�� Buscada

�� De la joven

�� 	Desaparecida/o

�� Discapacitada

�� Ejecutado y herido

�� Electrocutada

�� En grave estado

�� Explotados

�� Fallecido

�� Grave

�� Herido

�� Inmolado

�� Intoxicados

�� Joven asesinado

�� Lesionados

�� 	Maltratado

�� Muerta/o

�� Niña lesionada

�� Operario

�� Rehenes

�� Robada

�� Secuestrada

�� Un «sol»

�� De Carrasco

Fuente: Elaboración propia basada en el relevamiento de prensa digital: EP y LR.

En la siguiente escala reagrupamos el conjun-
to de las denominaciones tanto para agreso-
res como para víctimas. La escala surge del 
análisis del contenido de las denominaciones. 
La tipificación no es jurídica, penal o socioló-
gica, sino que intenta reflejar de un modo sin-
tético el lenguaje periodístico y los elementos 
discursivos de que toma fuente para construir 
la noticia. Hemos incluido los nombres atribui-
dos a los niños, jóvenes y adolescentes (agre-
sores y víctimas) en las siguientes categorías: 
a) condición jurídica o derivación de término 
jurídico: constituye una derivación de términos 

legales; b) denominación valorativa: supone la 
ejecución de un delito; c) construcción social: 
se establecen como constructos de corte idio-
sincrático para llamar a determinados fenó-
menos (tanto individuales como colectivos); 
d) información personal: edad, género u otras 
categorías que identifican personas; e) condi-
ción laboral: describe al actor en su rol social; 
f) vínculos familiares: tienen que ver con los 
lazos familiares; g) otros. A continuación mos-
tramos cómo se distribuyen las denominacio-
nes en cada categoría tanto para agresores 
como para víctimas.
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En los agresores, la tipología muestra la natu-
ralización del delito al utilizar denominaciones 
que aluden a la tipificación (prácticamente la 
mitad de las denominaciones relevadas). Ello 
se ve reforzado por aquellos términos valo-
rativos que suponen la realización del delito. 
Esto implica prácticamente un 60% del total 
de las denominaciones utilizadas. A continua-
ción aparecen datos personales como modo 
fundamental de identificación. Las demás ca-
tegorías ocupan un lugar menor en términos 
proporcionales. Las víctimas, en cambio, se 

humanizan claramente ya que su identifica-
ción se da por la edad y el sexo en su gran 
mayoría. Luego, los nombres o apodos (18%) 
y finalmente la condición jurídica seguida de 
la condición familiar. Esta identificación rea-
lizada en términos delictivos de los niños, 
adolescentes y jóvenes que aparecen como 
agresores en la noticia se suma a la tenden-
cia observada en estos años a generar mayor 
cantidad de noticias sobre niños, adolescen-
tes y jóvenes en las que estos aparecen como 
autores de delitos o violencias.

Gráfica n.° 8.

Denominación del agresor en la noticia
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Hemos procurado analizar el modo en que los 
niños, adolescentes y jóvenes aparecen en 
dos medios de prensa escrita en notas aso-
ciadas a la violencia a lo largo de una serie 
histórica. Hemos encontrado una tendencia 
sostenida al aumento de noticias en las que 
estos aparecen como agresores en el perío-
do 2003-2009 en los dos medios de prensa 
relevados. Como es sabido, la construcción 
del discurso sobre violencia juvenil tiende a 
producir diversas imágenes que colaboran 
en la construcción de explicaciones y repre-
sentaciones. La idea de una violencia delictiva 
causada por un sujeto social concreto hace 
olvidar las bases sociales (relacionales) de es-
tos fenómenos, ancladas en parte en una serie 
de violencias estructurales que no son enun-
ciadas. Asimismo, el aumento de noticias en 
las que los jóvenes aparecen como culpables 
oculta el hecho concreto de que los niños, 
adolescentes y jóvenes son, en conjunto, el 
sector social que más violencias sufre: violen-
cia doméstica, violencia institucional, violen-
cia económica, violencia de género, violencia 
simbólica. Mostrando en exceso la violencia 
delictiva protagonizada por jóvenes se oculta 
una violencia social que no permite establecer 
que los jóvenes infractores son los responsa-

bles del aumento de los delitos que el Uruguay 
experimenta, lectura simplista que puede de-
ducirse de la conformación del campo de las 
noticias de violencia en prensa.

Podemos hipotetizar que la sensación de inse-
guridad se acentúa al exhibir las violencias de-
lictivas protagonizadas por jóvenes, violencias 
muchas veces descarnadas que se muestran 
—o informan— alimentando la idea de que los 
adolescentes son impunes. Ello fomenta de-
mandas punitivas que olvidan que existe en el 
país un sistema de responsabilidad penal que 
opera en los adolescentes y jóvenes; sistema 
que, debe mencionarse, violenta sus derechos 
dadas las condiciones en que se implementan 
las medidas de privación de libertad.

Cabe mencionar que en el conjunto de no-
ticias en que los niños, adolescentes y jóve-
nes aparecen como víctimas no se encuentra 
como correlato una identificación clara de sus 
agresores (Viscardi y Barbero, 2010). Los res-
ponsables aparecen protegidos. Existe, así, 
una naturalización en la información sobre vio-
lencia social en que se hace cotidiano hablar 
de delitos protagonizados por adolescentes 
y jóvenes, que son enunciados, detallados y 
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calificados sin pudor. Ello contrasta con los 
delitos cometidos por otros grupos de edad 
y categorías sociales. Pero las violencias pro-
tagonizadas por sectores sociales protegidos, 
como las violencias del tránsito o la violencia 
doméstica, no tienen sujeto, nombre, apodo o 
denominación en términos de la pena jurídica.

¿Cómo se produce este juego de represen-
taciones? La lógica del campo de la prensa 
aparece cuando se observan tendencias que 
trascienden cada uno de los medios. Las di-
ferencias en el manejo de la información en 
los dos medios estudiados son mínimas frente 
a las similitudes en el tratamiento de las no-
ticias que vinculan niños, adolescentes, jóve-
nes y violencias. Estas similitudes demuestran 
la existencia de un campo homogéneo en la 
materia, que produce efectos de sentido cuyo 
impacto se oculta precisamente por la homo-
logía en la estructura de la información subya-
cente con relación al problema de los jóvenes 
infractores. Problema que, evidentemente, se 
ha tornado el fenómeno que lidera la informa-
ción en materia de violencia social ocultando 
—por su omnipresencia creciente— otras for-
mas de violencia o de conflicto social.

Ocultar mostrando, decía Bourdieu (1997): se 
oculta que el modelo es desigual con relación 
a los jóvenes y a los jóvenes de sectores de 
exclusión mediante una sobreexposición cre-
ciente de los delitos que cometen. Se oculta el 
descontrol del tránsito con fórmulas imperso-
nales que contrastan con los nombres y apo-
dos que se utilizan para informar sobre un de-
lito cometido por un joven infractor. Se oculta 
la violencia institucional de los programas de 
privación de libertad y las violaciones de los 
derechos humanos que allí ocurren insistien-
do en detallar que los adolescentes y jóvenes 
son los agresores y no las víctimas.

Se ha pensado que el campo de la prensa, por 
la naturaleza de la escritura (Sartori, 1998), po-
dría contribuir a una información que, al ape-
garse menos a la emoción, la velocidad y la 
fuerza de la imagen, permitiera abrir paso a 
una comprensión de los problemas concre-
tos —siempre complejos— que existen en de-

terminada sociedad. No obstante, la aludida 
defensa del periodismo o de la racionalidad 
deductiva de la información escrita por opo-
sición a la imagen parece desdibujarse frente 
a la concordancia de los campos de prensa y 
televisión en materia de información sobre vio-
lencia, niñez y adolescencia. Las denomina-
ciones, la selección de la información, el con-
tenido de la noticia hacen que las claves de la 
prensa diaria se articulen en consonancia con 
una agenda de medios que no presenta, en 
los medios estudiados, diferencias en la forma 
de mostrar la violencia social y el papel de ni-
ños, adolescentes y jóvenes.

Desde nuestro punto de vista, entendiendo 
que informar es incidir, seleccionar, priorizar y 
construir la realidad social, pensar el proceso 
de construcción de la noticia supone enten-
der que el campo de la prensa está surcado 
por relaciones de poder e intereses sociales 
desiguales que es necesario regular cuando 
asumimos que la noticia construye realidad 
mostrando en exceso algunos fenómenos 
y acallando otros. Por otra parte, es preciso 
comprender que es un debate político, y no 
una mera transmisión de informaciones obje-
tivas, el que se entabla cuando se analiza la 
crónica policial vinculada a niñez y adolescen-
cia. Asimismo, es fundamental determinar que 
el lugar específico que la sociedad uruguaya 
le otorga a este tipo de noticias depende de 
la comprensión del rol que estas tienen en la 
construcción de políticas. Interpelar el modo 
en que se difunden ciertas noticias sobre vio-
lencia, niñez y adolescencia no supone cues-
tionar la «libertad de prensa» sino debatir las 
condiciones en las cuales ciertas informacio-
nes se presentan para contribuir al objetivo 
de la integración social por oposición a la es-
tigmatización y la exclusión. Esto se basa en 
la defensa de que el acceso a la información 
debe ser acceso a información de calidad.

En suma, se trata de comprender que algunas 
modalidades de información se han naturaliza-
do, que el campo de los medios tiene el poder 
de relativizar las diferencias políticas que su 
pluralidad supone, y que no se trata de no in-
formar sino de cambiar la estructura de esta in-
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formación a la luz del reconocimiento de estos 
procesos y sus relaciones de poder en una so-
ciedad global. Surgen así algunas preguntas: 
¿Es la crónica policial el lugar adecuado para 
hablar de la violencia vivida por niños y adoles-
centes? ¿Es connivente la lógica de construc-
ción de este tipo de secciones de los periódicos 

con las urgencias y necesidades en materia de 
construcción de políticas de protección social a 
la niñez y adolescencia vulnerada? ¿Es posible 
actuar sobre las tendencias que hoy determi-
nan la asociación entre adolescencia, juventud 
y peligrosidad en los medios? ¿Existe voluntad 
política real en este sentido?
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El campo de la justicia y del Poder Judicial, 
que es uno de los más tradicionales de nues-
tro país, se ve interpelado por los cambios en 
materia de justicia juvenil que han tenido lugar 
en los últimos años. Al introducir transforma-
ciones que operan sobre el proceso judicial 
para adolescentes que cometen infracciones 
a la ley penal, en un contexto social que reco-
noce la necesidad de políticas de protección 
de sectores vulnerados, entra en cuestión la 
efectiva existencia de una política de Estado 
en la materia. Abordaremos en este trabajo 
las tensiones que ocasionan estos cambios, 
a la luz de los resultados de una investigación 
realizada en operadores jurídicos e integran-
tes de los equipos técnicos multidisciplinarios 
(etad) que trabajan en los juzgados letrados 
de adolescentes. El análisis se centra en el 
contexto en que los operadores del campo ju-
rídico aplican las normas del cna, indagando 
el anclaje institucional en que opera el sistema 
de justicia juvenil y las lógicas de sus actores.

6	 Un análisis parcial de los resultados y varios elementos 
contenidos en este trabajo fueron publicados en el infor-
me final del proyecto Viscardi, Nilia, Proyecto I+D 2008, 
«Jóvenes, inau y Poder Judicial. El costo de las miradas 
alternativas», que contó con la colaboración de Marcia 
Barbero (Viscardi y Barbero, 2010).

Entrado en vigencia el nuevo cna, las prácti-
cas tradicionales del sistema de justicia juvenil 
se vieron modificadas. Al iniciar la investiga-
ción, a cuatro años de aprobado el cna (Silva 
Balerio et. al., 2008), los informes de unicef 
marcaban la persistencia de una tendencia 
punitiva expresada en una excesiva aplicación 
de la privación de libertad a los adolescentes 
que habían cometido infracciones a la ley pe-
nal, tendencia que contravenía las recomen-
daciones de la cdn y el espíritu del código.

Toda tendencia social resulta de prácticas que 
sintetizan y ponen en acción valores, morali-
dades y representaciones. Esto nos llevó a 
investigar las representaciones y perspectivas 
de los actores que integran el campo de la 
justicia juvenil en Uruguay.7 Esto es, conocer 
la perspectiva de jueces, defensores, fiscales 
e integrantes de los etad del Poder Judicial, 
para indagar, desde su particular punto de vis-
ta, el juego de relaciones y actuaciones entre 

7	 Fueron entrevistados cuatro jueces, cuatro defensores, 
dos fiscales, dos asistentes sociales y dos psicólogas. 
Esta muestra integra el conjunto de los operadores que 
actúan en el campo de los cuatro turnos de los juzgados 
letrados de adolescentes de Montevideo, únicos en la 
materia que existían en el 2009 en todo el país.
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representantes del Estado, de la sociedad y 
de los adolescentes infractores. Los cambios 
fundamentales que se abordaron en la investi-
gación a partir de la aprobación del cna refie-
ren a: a) la creación de nuevos juzgados; b) la 
aplicación de medidas de corte socioeducati-
vo alternativas a la privación de libertad; c) la 
introducción del trabajo social en el proceso 
jurídico.

Los nuevos conceptos que guían el cna y 
la filosofía de protección integral suponen 
la puesta en práctica de medidas sociales y 
educativas. Por tanto, la educación cobra un 
nuevo sentido y debe ser pensada como eje 
sustantivo de intervención pública capaz de 
desarticular la violencia estructural. De hecho, 
para pensar en justicia juvenil y aplicación del 
cna, debemos reconceptualizar la idea de 
educación y entrelazarla con la aplicación de 
medidas normativas y sanciones ante la in-
fracción de la ley. A ello se suma la dimensión 
social o, la mayoría de las veces, comunitaria. 
Esta emergencia de lo social, lo educativo y 
lo comunitario interpela como matriz el campo 
tradicional de actuación judicial. Tradicional-
mente, el proceso penal se ha definido como 
un proceso «inquisitivo» en el cual el juez y el 
fiscal son una misma persona. «El término se 
refiere al diseño general del sistema y en par-
ticular al papel del juez, que no solo se encar-
ga de juzgar el caso sino también de dirigir la 
investigación que busca descubrir la verdad 
con relación a los actos lesivos» (Duce y Pérez 
Perdomo, 2005, p. 93).

¿Qué realidad tiene nuestro país en términos 
del Poder Judicial? Por un lado, los reclamos 
colectivos que se han expresado en nuevas le-
gislaciones como la Ley de Violencia Domés-
tica, el cna, los cambios en materia laboral y 
los derechos humanos chocan con un Poder 

Judicial que en los hechos aún carece de los 
recursos presupuestales y de la autocrítica 
para cumplir con esas exigencias (Vázquez, 
2007). Por otra parte, el proceso de judiciali-
zación de los conflictos se ha verificado con 
particulares características. A diferencia de lo 
que ha sucedido en los países desarrollados, 
«… la judicialización política en América Latina 
tiene que ver más con la debilidad del Estado 
y su colonización corporativa —en última ins-
tancia, con las dificultades crónicas de inclu-
sión y formación de ciudadanía— que con su 
fortaleza y su papel en el establecimiento de 
derechos de nueva generación» (Sarlo y Truji-
llo, 2007, p. 14). Efectivamente, concordamos 
con Sarlo y Trujillo (2007) cuando plantean 
que un origen de la judicialización se halla en 
los bloqueos institucionales, sobre todo en los 
del sistema político.

Cabe cuestionarse, como plantea Pérez Man-
rique (2007), si son estas manifestaciones 
claras del ensanchamiento del campo de in-
tervención judicial. Si pensamos en el sentido 
real de las actuaciones guiadas por criterios 
nuevos como en el caso del cna, así como 
en la capacidad de transformarse que tiene 
el campo judicial para atender las nuevas de-
mandas, este ensanchamiento se vuelve re-
lativo. El sentido del trabajo es otro, y en el 
caso de los procesos que tocan a los niños, 
adolescentes y jóvenes deben reforzarse po-
líticas sociales que atiendan a las causas de 
la violencia y el delito y que sean capaces de 
trabajar con la población de adolescentes in-
fractores para que disminuyan los niveles de 
violencia que están detrás del aumento de la 
demanda punitiva. Por supuesto, tal como lo 
planteamos, también supone actuar sobre la 
violencia institucional en el plano de la justicia, 
la seguridad, la educación y los sistemas de 
protección de la niñez y la adolescencia.
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En los últimos años, varias transformaciones 
han afectado el campo de la justicia juvenil en 
el Uruguay. Nos referiremos particularmente 
a dos de ellas: la Ley de Violencia Domésti-
ca y los cambios en el cna, que marcan dos 
grandes cambios en la normativa e institucio-
nalidad de los procesos vinculados a las vio-
lencias que los niños y adolescentes sufren o 
protagonizan.

Respecto de la Ley de Violencia Doméstica 
(ley n.º 17514), que data del año 2002, simple-
mente queremos mencionar el impacto que ha 
tenido en el campo de la justicia juvenil por 
los criterios que instaura. Estos consisten en 
un mayor protagonismo de la víctima, la res-
ponsabilidad del Estado en la erradicación y 
prevención de la violencia doméstica y la in-
troducción de las medidas cautelares para la 
protección de la víctima. Asimismo, la ley de-
clara de interés general las actividades orien-
tadas a la prevención, detección temprana, 
atención y erradicación de la violencia domés-
tica. También resulta fundamental la creación 

de un conjunto reducido de juzgados especia-
lizados en materia de familia.8

El reconocimiento de la problemática a nivel de 
la ciudadanía —que se expresa en el aumen-
to de las denuncias, entre otros elementos, lo 
que constituye un avance significativo— cho-
ca contra las condiciones reales de implemen-
tación de un sistema de justicia que tenga la 
capacidad de dar las respuestas adecuadas y 
un sistema real de atención y protección a las 
víctimas y de trabajo con los agresores. Traba-

8	 La ley n.º 17707 dispone la creación de cuatro juzgados 
letrados de primera instancia en Montevideo y habilita 
la transformación de los juzgados de primera instancia 
de familia de Montevideo en juzgados letrados de pri-
mera instancia de familia con especialización en violen-
cia doméstica. Los juzgados quedan instalados el 3 de 
diciembre de 2004 para atender los casos previstos en 
la Ley de Violencia Doméstica (ley n.º 17514). Tales se-
des también entienden en la competencia de urgencia 
citada en el cna (ley n.º 17823, artículos 66 y 128). En el 
interior del país estos casos son atendidos por los juz-
gados letrados de primera instancia con competencia 
en materia de familia.
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jar con jóvenes infractores que han cometido 
violencia doméstica supone pensar medidas 
socioeducativas que incluyan el trabajo con el 
núcleo familiar y el entorno comunitario.

Por otra parte, el cna aprobado en Uruguay en 
setiembre de 2004 constituye la pieza jurídi-
ca esencial en la redefinición de la ciudadanía 
de niños y adolescentes ya que consagra los 
derechos civiles, políticos y sociales para ese 
segmento de población. En última instancia, 
el código se sustenta en la normativa interna-
cional sobre los derechos de los niños, niñas 
y adolescentes (Declaración de 1959 y Con-
vención de 1989), marco de referencia jurídico 
necesario para la elaboración de las políticas 
dirigidas al cumplimiento de todos sus dere-
chos.

El cna impone una filosofía que busca el 
abandono de la concepción del adolescente 
en una perspectiva tutelar, reforzando una vi-
sión de este como sujeto de derechos. Esto se 
traduce, en términos concretos, en la genera-
ción de un nuevo conjunto de medidas frente 
a la infracción a la ley penal conocidas como 
medidas socioeducativas alternativas a la pri-
vación de libertad. En términos institucionales 
se crean nuevos juzgados especializados en 
la materia y se introducen nuevos actores pro-
venientes de disciplinas no jurídicas (trabajo 
social, psicología) en el campo de la justicia 
juvenil. Desde el punto de vista de la aplica-
ción de las medidas socioeducativas, sigue 
siendo el inau, por medio de diferentes pro-

gramas, quien supervisa la aplicación de es-
tas medidas sea mediante programas propios 
o de convenios con ong.

Lo que nos ocupa es analizar la aplicación 
de esta norma, lo cual supone dar cuenta del 
contexto en el que está inmersa.

El operador sociológico del sistema pe-
nal es no tanto el enunciado de la norma 
[…], sino su funcionamiento, digamos su 
aplicación o no aplicación ya que entre el 
enunciado y la aplicación o «descarga» 
de la norma existe un «espacio de me-
diación» cuyo observable es el funciona-
miento concreto del sistema penal de la 
cual la norma forma parte. Estas media-
ciones pueden ser la interpretación del he-
cho, la naturaleza o condición social de la 
víctima o del victimario, el clima cultural, 
la repercusión social o política del hecho, 
la ideología del funcionario u operador del 
sistema penal, la influencia del contexto 
social, la actuación de los medios de co-
municación, entre otras (Pegoraro, 2008, 
p. 370).

Con relación a los etad, el cna en su capítu-
lo ix, artículo 66, establece que «[l]a Suprema 
Corte de Justicia propenderá a que los Juz-
gados cuenten con la asistencia permanente 
de asistente social, psicólogo y psiquiatra del 
Poder Judicial u otros profesionales de dicho 
Poder, cuyo asesoramiento podrá serles reque-
rido por el Juez».
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Las funciones de los etad, a diferencia de las 
de jueces, defensores y fiscales en el proceso 
judicial, no están claramente reglamentadas, 
lo que explica que estos hayan ocupado roles 
diferentes en el Poder Judicial de acuerdo con 
los requerimientos de las distintas etapas. Si 
bien fueron concebidos para asesorar a los 
jueces, en sus inicios sus tareas se vincula-
ron mayormente a los casos de amparo y no 
de adolescencia infractora. La redefinición de 
sus actividades viene de la mano con la nue-
va legislación en la materia (cna), que separa 
la infracción adolescente de los casos de am-
paro, colocando a estos últimos bajo la órbita 
de los juzgados de familia especializados. La 
creación de los equipos significa la introduc-
ción en el campo judicial de profesionales 
provenientes de disciplinas extrajurídicas, con 
un planteo que contempla la condición social 
del adolescente a la hora de abordar las si-
tuaciones que se presentan en el campo de la 
justicia juvenil.

La disputa entre justicia de autor y de acto 
aparece como una tensión en pugna y objeto 
de desacuerdos en el interior del campo de la 
justicia juvenil:

Existe una escuela que sostiene que lo que 
se juzga es estrictamente el acto, si una 

persona realiza un acto indebido lo que la 
justicia tiene que revisar es el acto y pu-
ramente el acto sin tener en cuenta otros 
elementos de la vida de ese infractor. […] 
Existe otra escuela más antigua, hoy muy 
criticada por esta que acabo de nombrar, 
que es la que se denomina en materia de 
derecho penal, el derecho de autor. Lo 
que interesa analizar es la vida del autor, 
cómo ha llegado a cometer ese delito, si es 
un reincidente, si es un reiterante, cuál es 
el grado de peligrosidad que presenta esa 
persona, y a esta escuela última que te cito 
se la ha criticado mucho porque no tiene 
en cuenta tanto lo que la persona realiza 
sino lo que la persona es y hay un juzga-
miento cultural (Fiscal 1).

En este marco los actores identifican el papel 
de los etad en el proceso judicial de adoles-
centes infractores, pues según el derecho de 
acto imperante en la lógica del Poder Judicial 
se debe juzgar el hecho cometido por el in-
dividuo y no al individuo y sus circunstancias 
de vida. Pero el asesoramiento previo de los 
etad implica necesariamente la introducción 
de criterios sociales (el contexto familiar, la 
circunstancia personal, la modalidad de vida) 
en la definición que hace el juez de la medida 
aplicada en cada situación. Por tanto, no se 
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limita al hecho, sino que toma en cuenta la cir-
cunstancia social del actor, lo que tensiona la 
lógica del Poder Judicial.

Por otra parte, los nuevos actores no son per-
cibidos como aliados: son una razón de Esta-
do que atestigua una debilidad del Poder Ju-
dicial. Estos nuevos actores, para mantenerse 
como tales en la lógica del campo, requieren 
de una formalización de su lugar en el proceso 
judicial. Su ausencia genera un espacio inde-
finido que deja librada a la voluntad del juez 
la participación de los etad en cada proceso 
judicial y el carácter de esa participación.

Entre la interpretación tradicional, la respues-
ta formal y la aceptación transita la realización 
de una función que espera poder incluir en la 
dinámica judicial la situación social de los jó-
venes. Esta pericia técnica se hace necesaria 
para determinar la naturaleza de la medida so-
cioeducativa, que contiene tanta incertidum-
bre como la traducción que hace el operador 
que proviene del campo del trabajo social. La 
cita que sigue muestra que el informe es cla-
ve en la definición de algunas medidas, por lo 
que el conocimiento del contexto puede cam-
biar el sentido de estas:

Los etad para mí son fundamentales 
para la medida que yo voy a tomar. Si yo 
envío al etad a un muchacho, muchacha, 
lo que sea, antes de tomar alguna medida 
es porque ni el fiscal, ni el abogado defen-
sor, ni yo estamos de acuerdo en cuál es 
la medida a tomar, entonces lo que hago 
en conclusión es que el etad nos informe 
y sobre este informe tomar la decisión; 
por ejemplo si el etad informa que está 
en situación de calle la posición del fiscal 
se va a ver fortalecida si tiene una inter-
nación, el abogado se va a ver debilitado. 
Si el etad me informa que el niño o ado-
lescente tiene una madre o un padre que 
lo contiene la posición del abogado se va a 
ver favorecida y la posición del fiscal se va 
a ver debilitada (Juez 3).

La discusión de fondo es el lugar de «lo social» 
en el proceso judicial y de los equipos técnicos 

en tanto baluartes de esa especificidad. Al pa-
recer, sus expectativas acerca de las posibilida-
des de «salvación» de estos adolescentes son 
mayores que las del resto de los operadores, 
por lo que podría decirse que aún no han aban-
donado el ideal de rehabilitación. Se opone de 
un lado al legalismo de los abogados y su ape-
go intransigente a las leyes: si juzgamos actos 
y no hay elementos extrajudiciales o jurídicos 
que entren en la discusión —esto es, juzgar 
actos y no actos cometidos por actores—, en-
tonces la tensión se encuentra entre la interpre-
tación que indica que juzgar el acto es un modo 
de no criminalizar, y la lógica del trabajo social 
para la cual esto elimina del mapa lo relativo 
al contexto social, material, familiar, educativo, 
cultural, factores que todos los actores han afir-
mado contribuyen al desencadenamiento de la 
infracción adolescente. De esta manera, el es-
pacio de «lo social» se estrecha junto a la fun-
ción punitiva y de represión que, en definitiva, 
es la que rige en el sistema.

La oposición ideológica conservador-pro-
gresista aparece recurrentemente junto a la 
referencia a una visión alternativa. Los polos 
conservador-tradicional y progresismo-cam-
bio pueden no obstante relativizarse. Para 
algunos operadores «... es el asistente social 
el instrumento de ese sistema inquisitivo» 
(Dell’Aglio, 2004, p. 95). Efectivamente, una 
visión de conjunto diría que esta oposición 
que recién ahora el Uruguay transita es falsa. 
Tal como lo establece Donzelot en sus inves-
tigaciones —que ya tienen más de tres dé-
cadas en Francia—, partiendo de la voluntad 
de reducir el recurso a lo judicial, a lo penal, 
el trabajo social se apoyaría sobre un saber 
psiquiátrico, sociológico, psicoanalítico, para 
anticipar el drama, la acción policial, sustitu-
yendo el brazo secular de la ley por la mano 
amiga del educador. Esta tarea, frenada por el 
peso de las mentalidades represivas, conduci-
ría idealmente a la supresión de cualquier san-
ción estigmatizante en provecho de una toma 
en consideración del caso de cada individuo. 
«El saber disuadiría al poder represivo»… No 
obstante, para Donzelot este encadenamien-
to de intervenciones unas a partir de otras las 
hace a todas proceder originalmente de una 
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misma definición judicial. «En ese saber cri-
minológico en forma de muñeca-múltiple hay 
un modelo inicial, el judicial, del que todos los 
demás no son más que copias envolventes» 
(Donzelot, 2000, p. 170). La sustitución de lo 
educativo por lo judicial puede también leerse 
como extensión de lo judicial, refinamiento de 
sus métodos, ramificación infinita de sus po-
deres.

La voluntad de imponer «lo social» cobra 
una fuerza tal que los actores del campo en-
tienden que el sentido de la justicia se juega 
fundamentalmente en el sistema jurídico, in-

visibilizando el impacto o la influencia de las 
instancias concomitantes: el impacto de las 
políticas e instituciones que trabajan a nivel 
general sobre niños, adolescentes y jóvenes, 
y a nivel específico con los jóvenes infractores. 
A esta constatación se suma la ausencia de un 
necesario debate referido a un derecho penal 
que es «del hecho» cuando debemos tomar 
en cuenta que el concepto de medida so-
cioeducativa necesariamente implica al sujeto 
y su situación familiar, económica y educativa. 
En otras palabras, el criterio rector del campo 
jurídico mal se armoniza con la idea de sujeto 
que rige el concepto de lo educativo.
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Existe, así, una dificultad para traducir una jus-
ta sanción en medidas socioeducativas. Esta 
dificultad entrelaza dos problemas: la propor-
cionalidad de las medidas aplicadas en rela-
ción con las infracciones cometidas por los 
adolescentes (lo justo) y la dificultad de imple-
mentación de las medidas socioeducativas no 
privativas de libertad (lo educativo). Respecto 
de la primera tendencia, todo parece indicar 
que el campo judicial sigue estructurado por 
criterios y prácticas institucionales que no per-
miten el desarrollo de instrumentos que abran 
curso a una efectiva aplicación de medidas 
socioeducativas. Efectivamente, desde el ini-
cio del caso se justifica la primacía de la me-
dida de privación de libertad como resultado 
de un proceso que involucra diferentes instan-
cias. Para los técnicos, un operador clave es 
la policía, la cual, en articulación con el juez, 
solo remite los casos «graves y gravísimos» a 
proceso judicial. Los casos que por su natu-
raleza ameritarían una medida socioeducativa 
no serían objeto de proceso judicial en la pers-
pectiva de los técnicos del trabajo social.

Por otra parte, también se obtiene una postura 
inesperada de aquellos de quienes se espe-
ra que breguen por la medida socioeducati-
va. Los técnicos de lo social cuestionan a la 

defensa y no la visualizan como un actor que 
favorezca los intereses de los adolescentes, 
sino que retroalimenta las tendencias propias 
del campo:

Se toman las penas más duras, creo que es 
porque los operadores del derecho siguen 
creyendo hoy que eso contribuye a evitar 
más delito. Cosa que creo que empírica-
mente no está comprobada. Yo creo que 
además en general las defensas logran 
más detenciones, no digo más detencio-
nes, algunos casos no son defensas, no se 
comportan como tal (Psicólogo 2).

En síntesis, se echa de menos un trabajo de 
prevención temprana del delito que la medi-
da socioeducativa podría lograr si fuera apli-
cada sistemáticamente. Ello es rebatido por 
los operadores judiciales que entienden que 
en muy pocos casos se utilizan las sanciones 
de mayor gravedad y que existe presión de 
ciertos sectores para desacreditar las prácti-
cas de la institución. Así, la visión de ciertos 
jueces, fiscales y defensores respecto de la 
severidad de las medidas que se aplican a los 
adolescentes que han cometido infracciones 
a la ley penal establece un contexto diferente: 
no solo sostienen que no hay severidad, sino 
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que además consideran que debería haber 
penas más duras.

Hoy por hoy mi percepción es que las pe-
nas no son duras, la proporcionalidad yo 
creo que está siendo respetada. Probable-
mente en algún caso especial, excepcio-
nal, pero en general la proporcionalidad 
se respeta (Defensor 2).

... yo diría que el sistema es a veces excesi-
vamente benigno y no trata las infraccio-
nes gravísimas como tales (Fiscal 1).

Tal desencuentro de opiniones a nuestro juicio 
se explica por el hecho de que el concepto es-
tructurador del campo judicial continúa sien-
do lo punitivo, y es complejo para un juez, un 
defensor o un fiscal traducir lo punitivo en lo 
educativo. La oscuridad de traducir lo puniti-
vo en lo educativo se ve reflejada, de un lado, 
en la dificultad de definir qué es responsabili-
zar penalmente por medio de la educación. O 
sea, qué medida puede a la vez ser un castigo 
efectivo (la responsabilización) y un proceso 
de aprendizaje (la educación de los adoles-
centes). Dos hechos aumentan esta dificultad: 
por un lado, la falta de tradición en formación 
de operadores del campo de la justicia juvenil 
en nuestro derecho tradicional; por otro lado, 
la debilidad del inau para generar y sostener 
programas socioeducativos alternativos a la 
privación de libertad.

De este modo, podemos afirmar que la apli-
cación de la medida de privación de libertad 
resulta de la evaluación de un conjunto de 
factores que trascienden un derecho de acto 
aun para quienes lo defienden: la internación 
en el inau no es seleccionada por la calidad y 
eficacia de los programas que aplica, sino por 
la falta de contención familiar del adolescente 
sujeto a proceso judicial.

… a los efectos de contenerlo, imponerle 
un tratamiento, uno evalúa ahí mandarlo 
internado porque no funciona el arresto 
domiciliario, o a veces porque los padres 
no se ocupan, o porque el joven tiene mal 
relacionamiento con sus padres y se fuga 

de la casa… Las circunstancias hay que 
verlas… pero por lo menos le dan a uno 
una pauta de cuál es la problemática del 
joven y ver, dentro de las medidas posi-
bles de imponer, cuál sería más adecuada 
a su problemática… (Juez 3).

Las medidas que involucran la privación de li-
bertad, que de acuerdo con la normativa vigente 
son catalogadas como de última ratio, es decir, 
pasibles de ser aplicadas en los casos en que 
no haya otra opción posible, aparecen, según 
la perspectiva de algunos de los operadores 
judiciales consultados para esta investigación, 
como medidas de institucionalización. Ello oca-
siona, de hecho, un proceso perverso: recorde-
mos que los programas de privación de libertad 
tienen una lógica carcelaria y no de inserción 
social y contención institucional (Viscardi, 2007). 
Para los adolescentes, el pasaje por los progra-
mas de este tipo supone un aprendizaje de la 
lógica de la cárcel y sus códigos que refuerza el 
proceso de exclusión social.

Estas dos dimensiones tampoco resumen el 
conjunto de criterios que siguen los operado-
res. Según Malet, la entrada en vigencia del 
cna dio un voto de confianza al juzgador, lo 
cual funcionó como «… un golpe al principio 
de equidad, y con él a la seguridad jurídica…» 
(Malet, 2009, p. 49). Ello se debe a la variedad 
de criterios seguidos por los operadores, que 
han hecho prevalecer sobre el principio funda-
mental de la proporcionalidad criterios que co-
rrespondería erradicar, tales como aquel ba-
sado en la alarma social. Tales criterios, según 
la autora, son construidos fundamentalmente 
por periodistas y políticos.

Esto sucede también en otras materias, 
pero se vuelve más grave cuando nos re-
ferimos a menores de edad, ya que a la 
falta de conocimientos especiales se suma 
la lejanía etaria de los operadores, lo que 
torna más dramática la incomprensión de 
las conductas que sin embargo tienen que 
juzgar (Malet, 2009, p. 51).

Para la autora, aunque la elaboración de las 
medidas socioeducativas necesita mejoras 
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legislativas, la preocupación debe centrarse 
en el apuntalamiento de los esfuerzos de los 
recursos humanos que concretan las expecta-
tivas creadas por la ley, de modo de asegurar 
estas medidas, sin perjuicio de la imprescindi-
ble y urgente reconstrucción de las medidas 
privativas de libertad. De ello depende que se 
respete también en ellas la dignidad de los 
adolescentes y del propio Estado, si quiere 
este fortalecerse como Estado de derecho.

De esta manera, los operadores del campo 
de la justicia juvenil suelen coincidir en que el 
código generó un vacío porque dejó librada a 
la discrecionalidad de los jueces la imposición 
de las medidas sancionatorias. En el nuevo 
código faltaría una suerte de tabla de equi-
valencias —dosimetría, según palabras de la 
fiscalía— que sí existe en el derecho penal de 
adultos, que estipula qué penas corresponden 
a qué delitos y resume el rol del juez a la inves-
tigación y ejecución de la norma según ciertos 
criterios.

Si el Código de la Niñez y Adolescencia 
te marca cinco años como máximo, y el 
Código Penal te marca treinta años como 
máximo, hay una relación de uno a seis 
entre Código de la Niñez y Código Penal. 

Entonces establezcamos, no matemática-
mente pero como paralelo, un prorrateo… 
(Fiscal 1).

Finalmente, la investigación nos ha permitido 
constatar que en el campo judicial la justicia 
juvenil aparece como un área de interés menor 
frente a las áreas legitimadas, que son las de 
familia y penal. Es decir que se ratifica la visión 
de este campo como un campo no elegido por 
los jueces; más aún, como un campo del Po-
der Judicial que se transforma en mecanismo 
de castigo. Además de estos factores, también 
juega en el descrédito y desprestigio de la fun-
ción dada la inutilidad con que es percibida.

En Uruguay nadie elige ser juez de nada 
salvo que tengas alguna cuña o seas ami-
go de los jueces que llegan a la Corte «yo 
quiero ser juez civil», porque tiene una 
amistad particular, nosotros vamos lle-
nando cargos de acuerdo a las necesida-
des del servicio. No elegí ser juez de me-
nores. De hecho en este momento no me 
interesa ser juez de menores porque me 
siento inútil. Me siento como un juez de 
expedientes, no tiene realidad el expe-
diente que hago con lo que está pasando 
afuera… (Juez 3).
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El Poder Judicial y sus actores están proce-
sando una serie de cambios institucionales, 
normativos y prácticos en el campo de la justi-
cia juvenil. A grandes rasgos podemos definir 
la justicia juvenil como un campo en tensión 
entre un derecho de acto y una política del 
sujeto, tensión que se retraduce a nivel profe-
sional en la oposición entre una visión propia 
del operador jurídico y aquella propia de las 
disciplinas sociales.

Respecto de la inserción del trabajo social, el 
rol de «lo social» en tanto innovación ha im-
plicado una inflación de las expectativas de 
incidencia de nuevos criterios de justicia en la 
fase punitiva del proceso de control social. Las 
esperanzas de una nueva mirada («lo social») 
invisibilizan su papel como brazo subsidiario 
del Poder Judicial. Por otra parte, la dificultad 
de aplicación de las medidas socioeducativas, 
la falta de proporcionalidad de las medidas 
impuestas en relación con las infracciones y 
la excesiva utilización de las medidas de priva-
ción de libertad resultan de procesos que con-
jugan lógicas que no son direccionales. Desde 
la construcción del caso hasta la selección de 
las medidas a aplicar, las lógicas que inciden 
en los altos niveles de discrecionalidad de los 
jueces se vinculan tanto a la necesidad de ins-

titucionalizar a los jóvenes como a la dificultad 
de traducir lo educativo en lo punitivo, pasan-
do todo ello por la incapacidad del sistema de 
atender debidamente al conjunto de los casos 
y de instrumentar programas socioeducativos 
efectivos.

En contexto de abandono, la creencia en la 
reinserción como segunda chance (Garland, 
2001), el horizonte de la inserción social, que 
se supone debería primar en la definición de 
las medidas, está en falta porque los opera-
dores no creen en él, porque los programas 
no lo efectivizan y porque hacen falta políticas 
sociales de prevención y reinserción social. 
En este marco se llenan los vacíos legales que 
flexibilizan la actuación de los operadores y la 
discrecionalidad de los jueces en la toma de 
decisión acerca de qué medidas dictar.

Finalmente, la justicia juvenil enfrenta las di-
ficultades de un campo profesional en cons-
trucción. De un lado, la falta de profesionales 
formados en la materia lo debilita, de otro, su 
emergencia reciente en el campo judicial y su 
vínculo directo con una población estigmatiza-
da y excluida se retraducen en un desprestigio 
y castigo profesional para los jueces que ac-
túan en el área. En este panorama, entende-

 
	 La justicia  
	 juvenil  
	 en el horizonte  
	 de la inserción  
	 social



35

mos que asumir la transformación institucional 
en el campo de la justicia juvenil como respon-
sabilidad del Estado y de la sociedad implica 
impactar en una política del sujeto con progra-
mas institucionales efectivos y de prevención 
y en un trabajo que dé cuenta de la secuencia 
institucional que al día de hoy afecta el acce-
so a la justicia. La construcción de políticas 
institucionales nuevas —y la destrucción de 
prácticas rutinizadas y naturalizadas— siem-
pre enfrenta resistencias estructurales.

Es fundamentalmente mediante la visión de 
los actores que se ponen al desnudo las ten-
siones del campo de la justicia juvenil, que 
hereda todas las dificultades que hoy se ma-
terializan en términos de las políticas desti-
nadas a la niñez, la adolescencia y la juven-
tud, pero particularmente las retraduce en el 
arduo espacio del control social y la sanción 
penal. El tradicional Poder Judicial no es hoy 
campo intocado en materia de justicia juvenil, 
pero sí espacio institucional obligado a cam-

biar, confrontarse y pensarse. Como en diver-
sos aspectos de la sociedad en la dinámica 
de la modernidad tardía, esta transformación 
no surgirá meramente por el establecimien-
to de una nueva normativa (Ley de Violencia 
Doméstica, cna). Los cambios económicos, 
la necesidad de integración social, las tenden-
cias punitivas en materia de opinión pública, 
el papel de los medios son aspectos claves 
que la justicia procesa con autonomía formal 
pero con límites reales. Aunque es difícil avi-
zorar qué sentido histórico cobrarán estos 
procesos, es importante destacar el trabajo a 
realizar de acuerdo con los déficits que aún se 
verifican en términos del acceso y la inserción 
a programas y políticas de impacto real en jó-
venes infractores —aquellos provenientes de 
sectores de exclusión—, de la desigualdad so-
cial que se consolida y del alejamiento de un 
grupo importante de jóvenes de los canales 
tradicionales de integración social, tales como 
el sistema educativo o el mundo del trabajo.
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La sociología de la violencia escolar está 
fuertemente vinculada a una sociología 
de la exclusión, o, si se prefiere, de la 
inclusión en la exclusión, que opaca 
el sentido de la escuela tanto para los 
nuevos contingentes de estudiantes que 
viven con gran fuerza las desigualdades 
sociales del destino escolar, como para 
sus docentes, con grandes dudas respecto 
de su misión, y esto particularmente en 
el liceo, cuando el fracaso escolar se hace 
más visible9 (Debarbieux, 1999, p. 9).

A diferencia de lo que sucedía hace 15 años, 
el fenómeno de la violencia en los centros 
educativos no constituye una novedad (anep, 
1995). Tampoco es un problema exclusivo del 
Uruguay: los problemas de convivencia y con-
flicto escolar han surgido en la mayoría de los 
países donde la educación se ha expandido 
a amplios conjuntos de la sociedad tanto en 
la región como en Europa y en América del 
Norte (unesco, 2003; Charlot et al., 1997). To-
memos el caso de Suecia a modo de ejemplo: 

9	 La traducción es nuestra.

«Es en Suecia, sobre el fin de los años sesenta 
y comienzo de los años setenta, que los pro-
blemas agresor/víctima comienzan a generar 
un vivo interés en el seno de la sociedad...» 
(Olweus, 1999, p. 17). Lo peculiar y lo desa-
fiante, en cada caso, es conocer las claves 
culturales de este conflicto y las modalidades 
particulares de intervención y respuesta que 
se han elaborado.

Por cierto, hablar de convivencia y de conflicto 
escolar hoy no puede eludir un contexto so-
cial en el que el problema de la inseguridad se 
acentúa, se asocia al problema «de los jóve-
nes» y se enuncia también en lo relativo a los 
problemas de violencia en el sistema educati-
vo: el bullying, la depredación de los centros 
educativos, los pedidos de seguridad de los 
docentes, los videos de peleas estudiantiles 
presentes en las redes sociales. Poco se dice 
de la convivencia y mucho de la violencia, lo 
que responde no solamente a las caracte-
rísticas del problema, sino al hecho de que 
usualmente se dan a conocer los episodios 
más «espectaculares» de violencia liceal que 
alimentan la crónica roja de la prensa. Muy a 
la inversa, las acciones de integración social 
y promoción de convivencia ciudadana reali-
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zadas en jornadas y actividades escolares no 
circulan en la opinión pública. La necesidad 
de informar muchas veces se confunde con 
un uso desmedido de las noticias sobre vio-
lencia en centros educativos que contribuye 
más a estigmatizar a jóvenes y a profesionales 
—y por esta vía a las comunidades en las que 
se insertan los centros— que a colaborar en la 
resolución del problema. Este problema afec-
ta muy especialmente a la enseñanza pública, 
ya que los episodios ocurridos en institucio-
nes privadas usualmente no se difunden en la 
prensa (Pérez García, 2008).

En este contexto social, ¿cómo promover la 
participación? ¿Qué acciones, programas y 
políticas existen? ¿Desde qué lugar generar 
espacios de reflexión sobre las normas y re-
glas de convivencia? ¿Cómo convocar a los 
jóvenes y a los estudiantes? ¿Cómo trabajar 
con la comunidad? Es más, ¿cuál es la na-
turaleza de esta comunidad? ¿Y cuál la de la 
participación? ¿Cómo se ve el sistema educa-
tivo a sí mismo? ¿Cómo perciben los actores 
el reconocimiento, la justicia en la resolución 
de conflictos, la pertenencia, la identidad? El 
conflicto y el acuerdo respecto de las reglas 
de convivencia y de las situaciones de vida 
en que los sentimientos resultantes de los en-
cuentros y desencuentros son claves.

Estas son algunas de las preguntas que de-
ben guiar la reflexión para promover un pro-
yecto educativo activo, que trabaje en ciu-
dadanía y que atienda a las condiciones de 
contexto para transformarlas. Responder es-
tas preguntas supone definir el conflicto o la 
violencia, la convivencia, reconocer qué tipo 
de respuestas existen en cada ámbito y qué 
tipo de prácticas colaboran en fomentar la 
pertenencia, el acuerdo colectivo de normas 
y la participación social.

Comencemos por el polo más negativo. Si 
preguntamos por la convivencia y el conflic-
to, sabemos que en la actualidad el debate ha 
sido subsumido en el conocido como proble-
ma de la «violencia en la educación». Ahora, 
¿existe violencia? Algunos hechos definidos 
en una lógica delictiva o de la crónica roja se 

manifiestan ocasionalmente. Pero sobre todo 
existe un problema de convivencia, discipli-
namiento y participación. Los conflictos de 
relacionamiento propios de la vida escolar de 
ningún modo parecen habilitar un tratamiento 
criminalizante de la cuestión. Varios trabajos 
han probado que las manifestaciones más 
frecuentes de lo que se entiende por violen-
cia son la falta de respeto hacia el otro y los 
desacuerdos en las normas de convivencia, lo 
que los sociólogos franceses han denominado 
incivilidades (Debarbieux, 1999). De conjunto, 
estos trabajos muestran la necesidad de salir 
de una perspectiva que equipara la violencia 
en los centros educativos con la delincuen-
cia juvenil o la identifican con el surgimiento 
de bandas, tribus o pandillas juveniles. Estas 
perspectivas pierden de vista la violencia que 
padecen los propios jóvenes en sus hogares, 
en sus barrios, en sus comunidades y en las 
instituciones en las que participan.

Es preciso por tanto analizar —criticándolas— 
las características del fenómeno de la violen-
cia en el sistema educativo, de los cambios en 
el debate y de la evolución de las respuestas 
dadas al problema. Esto supone dar cuenta, 
prácticamente, de 15 años de historia, de de-
bate y de elaboración de respuestas. Concre-
tamente, la emergencia del fenómeno de la 
violencia en el sistema educativo uruguayo 
se expresa en el año 1996, cuando el direc-
tor general de Educación —profesor Germán 
Rama— emite un comunicado en el que rea-
liza un diagnóstico de situación e instaura un 
programa de intervención (anep, 1996). Este 
programa se abre junto con la publicación, en 
el mismo año, de una investigación específica 
de corte psicológico y pedagógico (Cardoso 
Correa, 1996). Algunos años más tarde, el gre-
mio docente realiza un trabajo con ensayos y 
estudios relativos al tema (fum-tep, 1999). Au-
toridades, docentes y sindicatos reconocen, 
así, en la segunda mitad de los noventa, la 
existencia del problema de la «violencia en el 
sistema educativo».

Desde entonces, el sistema educativo urugua-
yo ha venido implementado diversas iniciati-
vas que buscan responder a los fenómenos 
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de violencia que se manifiestan en su interior. 
Se inicia, así, una línea de intervenciones del 
sistema y de investigaciones que van profun-
dizando el conocimiento de la realidad, mo-
dificando las interpretaciones del problema y 
reorientando las acciones. Esto se ha dado 
básicamente en el ámbito de la anep, muchas 
veces en coordinación con otras organizacio-
nes o instituciones nacionales e internacio-
nales e involucrando a todos los actores. De 
este modo, tenemos toda una trayectoria de 
respuestas y búsquedas de los distintos agen-
tes del sistema para enfrentar el problema de 
la «violencia en la educación».

A inicios de los noventa, el problema era la 
violencia, no la convivencia. Asimismo —esto 
es materia de un trabajo más extenso que no 
puede resolverse aquí—, la violencia en la 
educación, pero en la educación pública, en 
tanto las investigaciones, la información que 
circulaba en la prensa y los programas y ac-
ciones del momento se remiten a la enseñan-
za pública. La enseñanza privada canaliza sus 
violencias y sus conflictos de otro modo y no 
era ni es vista como «insegura», alimentando 
las tendencias sociales de descrédito de la 
educación pública. Parte de ello, entendemos, 
se debe a la mayor cantidad de recursos ins-
titucionales para trabajar el conflicto, parte a 
la naturaleza del conflicto y parte a los recur-
sos con que las instituciones privadas cuen-
tan para preservar la información que circula 
sobre ellas. Las redes sociales de protección 
que las sustentan son, a todas luces, realida-
des que impactan en la difusión de informa-
ción. Por motivos de diferente orden, lo públi-
co es más vulnerable a la exposición social de 
sus conflictos y debilidades.

Se ha dicho que la violencia que emerge en 
el seno de los centros escolares es un fenó-
meno global, dado que se manifiesta en la 
mayor parte de los países donde el sistema 
educativo se ha desarrollado ampliándose a 
vastos contingentes de población. Efectiva-
mente, entre los países de los que se cuen-
ta con antecedentes podemos mencionar en 
América Latina a Argentina, Brasil, Chile, Uru-
guay y Venezuela; en América del Norte a Ca-

nadá y Estados Unidos; en Europa a España, 
Francia, Inglaterra, Alemania y Bélgica, y en 
los países escandinavos a Noruega, Suecia y 
Finlandia.10

De este modo, la problemática ha sido objeto 
de diversos estudios, por lo que se ha gene-
rado un proceso sostenido de acumulación 
en la materia. El tema ha sido pensado des-
de diversas disciplinas, se ha generado una 
amplia reflexión social sobre él tanto desde la 
sociología (Debarbieux, 1999; Dubet y Martu-
celli, 1996; Tavares dos Santos, 1999) como 
desde la psicología (Cerezo Ramírez, 1997), la 
pedagogía (Erkohen-Marküs, 2000), la antro-
pología (Zaluar, 2004), el derecho y la filosofía 
(Charlot-Emin, 1999). Así, las diversas defini-
ciones relativas a la problemática se nutren 
del conjunto de estos aportes.

Pero la construcción conceptual obedece a un 
proceso gradual en que los desencuentros, 
conflictos y violencias vividos en el interior 
del sistema educativo fueron pensados desde 
diferentes lugares: paulatinamente impera la 
comprensión de que las claves del análisis no 
se encuentran en el problema del desvío indi-
vidual o la anomia social. Las conceptualiza-
ciones iniciales entendían el problema como 
la «violencia» en el sistema educativo, y lo que 
debía explicarse era, justamente, un fenóme-
no difícil de pensar en otros términos que no 
fueran los de la criminología o la sociología de 
la violencia. Se hablaba fundamentalmente de 
violencia en la sociedad, y las tipificaciones 
iniciales retomaban gran parte de las tipolo-
gías del sistema jurídico y penal (Carra, 2009).

El giro conceptual del trabajo de Charlot y 
Debarbieux (1997) es fundamental ya que 
permite sacar el problema del ámbito de una 

10	 Si bien la literatura es muy vasta, para los casos de Ar-
gentina, Brasil, Chile, Uruguay y Venezuela podemos 
mencionar, entre otros, a fum-tep, 1999 y Tavares dos 
Santos, 1995. Para Canadá y Estados Unidos véanse 
Hébert, 1991 y Lucas, 1997. Para España, Francia, Ingla-
terra, Alemania y Bélgica consúltense: Cerezo Ramírez, 
1997; Charlot y Emin, 1997; Doudin y Erkohen-Marküs, 
2000; Floro, 1996; Woods, 1990. En los casos de Norue-
ga, Suecia y Finlandia, Olweus, 1999.
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concepción criminalizante o del desvío para 
focalizar en la convivencia escolar al deter-
minarlo como un problema de «civilidades» 
o, utilizando su categoría, «incivilidades». Los 
autores descubren que se identifica como 
violencia la ruptura de normas sociales y de 
convivencia. El giro que asocia conflicto de 
civilidades o resistencia al orden escolar con 
violencia criminal queda cuestionado y es re-
mitido a la esfera de lo que los medios difun-
den a la opinión pública mediante la selección 
de los actos de violencia más espectaculares 
en los centros educativos. Siendo lo civil lo 
propio del ciudadano, el concepto de los au-
tores politiza el problema al referirlo a la edu-
cación del ciudadano y oponerlo a una visión 
criminal o violenta.

Específicamente, ¿a qué se refiere el pensa-
miento de fines de los noventa cuando habla 
de «violencia en la escuela»? A nivel internacio-
nal, las noticias hablan de aquellos hechos que 
más llaman la atención por su cercanía con la 
crónica roja: asesinatos masivos en escuelas, 
secuestro y muerte de profesores, introyec-
ción del tráfico de drogas al interior del espacio 
escolar, entre otros. A nivel nacional, algunos 
acontecimientos han sorprendido en estos 
años: aparición de armas de fuego como en 
el caso de Fiorella, un niño golpeado que falle-
ció, peleas entre jóvenes filmadas y levantadas 
en redes sociales, el levantamiento masivo de 
alumnos contra la dirección de un liceo, destro-
zo de locales y conflictos con docentes.

Estas ocurrencias, las más difundidas, no ocu-
pan el lugar primordial en la vivencia cotidiana 
de los agentes del espacio educativo. A este 
nivel, violencias constituyen la agresión verbal 
y física, el relacionamiento vivido en términos 
violentos por los jóvenes como forma consue-
tudinaria de vínculo con sus pares (represen-
tado por lo que los docentes llaman «juego de 
manos», simular pelearse a empujones y gol-
pes), los pequeños robos, las «patotas» y la 
destrucción constante de materiales y locales. 
Las siguientes palabras ilustran lo antedicho:

Yo creo que en todos los liceos existe vio-
lencia, pero acá, en este liceo, hubieron 

actos de violencia muy fuertes. Unas chi-
cas que esperaron a otras en la esquina 
o atrás de un árbol y cuando pasaron las 
agarraron a golpes, a piñas y a patadas. 
Es más, el año pasado salió en la prensa, 
terminó una internada. Pero hay también 
situaciones de violencias verbales que me 
preocupan muchísimo, que no sé si a veces 
no son peores que las físicas. Esas cartitas 
que se mandan en la clase, insultándose, 
buscándose el punto débil. Acá tenemos 
muchos chicos que pertenecen al iname y 
otros que los insultan y les dicen «A vos te 
dejaron tus padres, andá a saber qué eran 
tus padres...». Para mí también eso es vio-
lencia. Realmente... tendríamos que plan-
tearnos qué entendemos por violencia. Si 
violencia implica que salir a un recreo y 
en vez de pedir permiso empujar al com-
pañero, ya partimos de la base de que sí, 
que la hay. Pero la hay en todos lados, en 
diferentes graduaciones, hay alumnos que 
se manejan con esos códigos, sistemática-
mente peleando, empujando. Hace poco 
en uno de estos grupos hubo una guerrilla 
de tomates adentro de una clase. General-
mente lo que me pasa —en particular en 
un grupo— es el escupirse, sistemática-
mente ellos salen al recreo, entran y se sa-
livan los bancos o se escupen la ropa (Do-
cente de educación secundaria, año 1998).

Siguiendo a Charlot (1997), aunque no es po-
sible decir qué es realmente la violencia, su 
característica primordial, la que vuelve el pro-
blema inasible y difícil de definir, es que a di-
ferencia de la violencia delictiva estos hechos 
no son claramente penalizables. Son, de he-
cho, el objeto de una disciplina del cuerpo, de 
un ordenamiento de las prácticas y una regu-
lación de los discursos. Esta dificultad para 
penalizar en ese aspecto anodino que presen-
tan las indisciplinas, las resistencias, las fal-
tas de respeto, las malas palabras, la ruptura 
de normas no las exime de ser vividas como 
amenazas al orden establecido. Al transgredir 
los códigos elementales de la vida en socie-
dad, son intolerables por el sentimiento de 
falta de respeto que inducen en aquellos que 
las sufren. En síntesis, el establecimiento del 
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concepto de incivilidades confirió su especi-
ficidad a un objeto que, de otro modo, podría 
subsumirse por entero en los hechos analiza-
dos generalmente en términos criminológicos 
o psicológicos, permitiendo afinar y ampliar la 
descripción de los fenómenos de violencia y 
conflicto en el espacio escolar.

Estas indisciplinas, los límites impuestos al 
«natural» proceso de socialización, también 
están en relación con un conjunto de violen-
cias de corte estructural e institucional que no 
siempre son pensadas como tales por aque-
llos que las sufren pero que pueden reagru-
parse bajo la idea de violencia simbólica o 
violencia institucional. Esta es la violencia que 
produce una serie de cursos que no tienen 
sentido a los ojos de los alumnos, la de los 
profesores que se niegan a volver a explicar, 
la del ausentismo docente y la de los docentes 
que abandonan a su suerte a los más demoro-
nes o los desvalorizan. Es también la violencia 
que sufren los profesionales que se ven nega-
dos en sus funciones, la del personal en falta 
y la de una arquitectura a veces vieja y dete-
riorada, a veces nueva, frágil y rápidamente 
destrozada, a la que los estudiantes sumarán 
grafitis, pizarrones rotos y sillas quebradas en 
los cementerios de bancos.

Existen en la actualidad varios procesos que 
marcan las relaciones en el sistema educativo. 
Es fundamental enfatizarlos para comprender 
la realidad vivida por los jóvenes en el espacio 
escolar; en primer lugar, los efectos que las 
prácticas de violencia tienen en la conforma-
ción identitaria de los jóvenes. Aquí es preciso 
enfatizar en la necesidad de repensar el modo 
en que la escuela incide en la conformación 
de la cultura juvenil, comprendiendo que en 
este aspecto los docentes y responsables de 
la institución tienen mucho para hacer en aras 
de lograr mejores condiciones de intercambio 
y relacionamiento social.

Por otra parte, la constitución de trayectorias 
de exclusión en el interior de la escuela que se 
traducen en la atribución de estigmas. En el 
caso de los jóvenes que provienen de sectores 
carenciados, estos procesos vienen a asen-

tarse sobre un contexto que, de por sí, ofrece 
pocas chances de realización personal e inte-
gración social, por lo que amputa sus posibi-
lidades actuales y futuras de participar de los 
posibles beneficios sociales de la educación. 
El rezago, las diferencias en los aprendizajes, 
la repetición y el desistimiento sobre todo a ni-
vel de enseñanza media son procesos carac-
terísticos de nuestro actual sistema educativo 
que refuerzan las desigualdades sociales de 
origen. Estos datos estructurales son genera-
dos, en la vida cotidiana, por la conformación 
de identidades sociales apegadas a los valo-
res de la violencia y la exclusión.

Asimismo, la estructuración de estigmas y se-
gregaciones que operan en el recinto escolar 
y reproducen las categorías de exclusión que 
operan en la sociedad. Esto se observa en la 
reproducción de discriminaciones de origen 
racial, generacional, de clase y de género.

Desde un punto de vista subjetivo, el vacío de 
sentido que se expresa en la voz de muchos 
jóvenes en lo que hace a la representación 
que tienen del liceo apunta a la necesidad de 
resignificar el espacio educativo. De no reali-
zarse esta tarea, este será un elemento más 
que contribuya a la generación de un clima es-
colar apático, en el cual la violencia se consti-
tuye en tanto efecto de la propia acción edu-
cativa: la violencia puede así emerger como 
apropiación «expresiva» del espacio escolar 
que inhabilita tanto las posibilidades futuras 
del joven de participar positivamente en el sis-
tema educativo como del docente de llevar a 
cabo su trabajo y realizarse profesionalmente. 
Por ello, debe enfatizarse que este vacío de 
sentido que se traduce en las declaraciones y 
prácticas de los estudiantes con relación a la 
educación no puede ser suplido por la razón 
instrumental y las promesas de integración 
social que el sistema ofrece. Es necesario re-
cordar los procesos conflictivos que ocasiona 
el sustentar la acción educativa sobre prome-
sas incumplidas: la falta de empleo que sufren 
las actuales sociedades y las carencias en las 
condiciones materiales de existencia —que 
nada tienen que ver con la obtención de cré-
ditos educativos— vuelven obsoletos estos 
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argumentos como elementos decisivos para 
permanecer en el sistema educativo. El espa-
cio educativo debe ser resignificado como lu-
gar de vida expandiendo el presente.

También es importante que la interinstituciona-
lidad revierta la «soledad» de los centros edu-
cativos. Un trabajo en red con otros actores 
e instituciones sociales puede fortalecer un 

modelo de integración social que el sistema 
educativo no puede sustentar por sí mismo. 
Igualmente, la apertura de los centros educa-
tivos a la comunidad debe suplir un modelo 
de desconfianza y de aislamiento mediante 
enrejado y protección policial. La informática 
y la educación física han sido el centro de ex-
periencias significativas en este sentido.
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El trabajo en una cultura democrática de con-
vivencia, en la que alumnos, funcionarios, pa-
dres y docentes participen en una vida escolar 
activa, es uno de los caminos hoy visualizados 
para revertir el vacío de sentido que, en gran 
parte, está en el origen de la crisis educativa 
del país. Ello, sin desconocer los problemas 
vinculados al rendimiento docente y la nece-
sidad de revertir las prácticas pedagógicas 
actuales y el ausentismo docente. En un pa-
norama en que la educación es llamada a 
participar en una sociedad intensiva en uso 
de conocimientos a la vez que es interpela-
da como institución de protección social, las 
actuales tendencias cuestionan las posibilida-
des que tiene el sistema educativo de realizar 
su contribución a una sociedad del saber de-
mocrática y ciudadana. 

Procuramos aquí apuntar a la necesidad de 
modificar el lugar y la tarea de la educación 
a partir de la reflexión sobre los procesos que 
su práctica ha generado. Varios de los fenó-
menos vinculados a la violencia, es cierto, 
no dependen de decisiones voluntarias; son 
producto de las condiciones sociales y de los 
recursos materiales con que el sistema educa-
tivo tiene que trabajar en la actualidad. No obs-
tante, otros procesos que producen y repro-

ducen violencias e incivilidades se relacionan 
íntimamente con las prácticas de los agentes 
escolares e inciden en las experiencias educa-
tivas y las conformaciones identitarias de los 
jóvenes. La necesidad de este cambio enfatiza 
la importancia de acumular la reflexión en esta 
materia para repensar la práctica educativa. 
Esta reflexión debe ser guiada por el hecho 
de que, como plantea Brater (1999), no existe 
más el sistema de objetivos y promesas más 
o menos claros que en el pasado confería a la 
escuela su tarea, su autoridad y su significa-
do, lo que afecta su sentido y la legitimación 
de su existencia.

Los objetivos de promoción de la participa-
ción están contemplados en la Ley General de 
Educación (ley n.° 18437), que en su artículo 76 
establece la implementación de Consejos de 
Participación.11 A estos consejos, entre otros 

11	 «En todo centro educativo público de Educación Inicial, 
Primaria, Media Básica y Media Superior y Educación 
Técnico-Profesional, funcionará un Consejo de Partici-
pación integrado por: estudiantes o participantes, edu-
cadores o docentes, madres, padres o responsables y 
representantes de la comunidad. Los respectivos Con-
sejos de Educación reglamentarán su forma de elección 
y funcionamiento. Los Consejos de Participación de 
Centros Educativos de Educación Media Básica, Edu-
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cometidos, les compete elaborar propuestas 
relativas al proyecto educativo que construyan 
la dirección y el cuerpo docente, el funciona-
miento del centro educativo y la realización de 
actividades sociales y culturales. Asimismo:

Los Consejos de Participación participarán 
en los procesos de autoevaluación que de-
sarrolle el centro educativo y podrán emitir 
opinión sobre el desarrollo de los cursos, 
la enseñanza impartida, la convivencia en 
el centro, la asiduidad y dedicación de los 
funcionarios docentes y no docentes, que 
será recibida por la Dirección del Centro y 
los Consejos de Educación (p. 32).

O sea que los consejos potencian la construc-
ción de un espacio donde los diferentes acto-
res pueden emitir opiniones sobre decisiones 
centrales en la vida cotidiana de los centros. 
Esto es, dar voz y voto a quienes hasta ahora 
no los tenían en el espacio educativo: los es-
tudiantes (niños, adolescentes y jóvenes), los 
padres y la comunidad. La generación de los 
consejos constituye por tanto una innovación 
que fortalece la experiencia democrática al 
empoderar a actores con legitimidades dife-
rentes para emitir sus opiniones en el espacio 
educativo.

Entendemos que podemos enmarcar tales 
cambios en un proceso más amplio vincula-
do a la promoción de la participación de niños 
y adolescentes en los más variados aspectos 
de la vida social y del fortalecimiento de su in-
tegración a la sociedad como sujetos de de-
rechos si pensamos en lo que ha sido la cdn 
ratificada en el Uruguay. La nueva doctrina de 
protección integral suscrita por la cdn y ratifi-
cada en Uruguay por el cna supone una base 
doctrinaria y filosófica en la que los derechos y 
protecciones sociales son el primer escalafón. 
En este marco, el fortalecimiento de la demo-
cracia es una dimensión sustantiva que tam-
bién se vincula a la consolidación de políticas 
públicas de protección a la infancia.

cación Media Superior y Educación Técnico-Profesional 
(utu) deberán incluir entre sus miembros, al menos un 
tercio de representantes estudiantiles» (p. 32).

Consideradas en todo su repertorio, las 
políticas públicas de protección de los ni-
ños en el marco de la Convención se distri-
buyen en cuatro niveles. Estos se presen-
tan […] en la forma de una pirámide cuya 
área disminuye más cuanto más nos des-
plazamos desde la base hacia la cúspide. 
La sección más ancha está representada 
por las políticas sociales básicas (escuela, 
salud). En el segundo nivel encontramos 
las políticas de ayuda social (medidas de 
protección en sentido estricto), más arri-
ba las políticas correccionales (medidas 
socioeducativas de respuesta a la delin-
cuencia juvenil), y finalmente las políticas 
institucionales que refieren a la organiza-
ción administrativa y judicial, es decir, a 
los derechos procesales fundamentales de 
los niños (Baratta, 2004, p. 208).

Pero pensemos también en los límites que es-
tos emprendimientos pueden enfrentar. En pri-
mer término, transformar la convivencia desde 
la participación implica promover la construc-
ción de normas colectivas, de acuerdos, la re-
solución de conflictos en un ámbito regulado y 
de toma de decisiones. Esto supone una defi-
nición política y filosófica de la ciudadanía, ya 
que se entiende que los acuerdos colectivos 
y el diálogo son la base fundante del recono-
cimiento y la integración en una comunidad. 
No obstante, este proceso enfrenta diferentes 
limitantes culturales e históricas, algunas de 
las cuales refieren al rol y la visión del dere-
cho y la construcción de normas en el espacio 
educativo. 

Una visión centrada en la imposición autorita-
ria de la norma y del control social represivo 
como modalidad de construcción del orden y 
resolución del conflicto, así como la tenden-
cia a considerar a los adolescentes y jóvenes 
como «ineducables», los sitúa como «el otro» 
de una comunidad que ataca al centro educa-
tivo. Esto puede promover respuestas de de-
fensa social y expulsión, legitimadas incluso 
por los propios mecanismos de participación 
de padres, comunidad y estudiantes. Cuando 
la voz imperante en la sociedad es el reclamo 
por seguridad, por uniformes para separar los 
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de adentro y los de afuera, por rejas y poli-
cía de parte del gremio docente, no debemos 
sacar conclusiones apresuradas respecto del 
impacto posible que la participación de los jó-
venes y adolescentes puede tener en los pro-
pios jóvenes y adolescentes.

En este sentido, los procesos culturales de 
aislamiento y fragmentación del sistema edu-
cativo (Tiramonti, 2009) que se producen muy 
especialmente en los centros de Montevideo 
conforman un mar de fondo que consolida la 
imagen de los adolescentes como un «otro». 
Una vez que los adolescentes y jóvenes son 
«otros», se naturaliza la secuencia en que se re-
clama exclusión para aquel que no pertenece 
a «mi» comunidad pero «causa» disturbios en 
ella. Esto demuestra que insistir en consolidar 
las políticas educativas y ciudadanas como 
fundamento de una sociedad igualitaria e in-
tegrada, única que permite disminuir los nive-
les de violencia social, es un camino posible. 
Pero esto sin olvidar el horizonte cultural que 
legitima desde espacios de poder ciertas re-
presentaciones que anclan en la vida cotidiana 
y se reproducen en los más disímiles espacios 
sociales. Así, la mera participación no basta, 
también es fundamental revertir las relaciones 
de poder de corte institucional que determinan 
la reproducción de la exclusión escolar y se si-
túan en gran parte en el papel que los docentes 
desempeñan en el sistema educativo.

Solamente en este marco, y en un contexto 
que no puede desconocerse, en el que se 
habla cada vez más de «violencia en los cen-
tros educativos» y de «menores infractores», 
entendemos que la promoción de la participa-
ción y de la construcción colectiva de normas 
es una herramienta sustantiva para fortalecer 
los mecanismos dialógicos de construcción 
de la integración y del ejercicio de la ciuda-
danía: que los jóvenes puedan y aprendan a 
elegir, a construirse como sujetos y a tomar 
decisiones separándose del discurso adulto y 
conservador que los constituye y los excluye 
a la vez. En este sentido es que el derecho y 
la jurisprudencia, el ejercicio y la construcción 
de normas no son meras «formalidades». Para 
que los Consejos de Participación no sean 

vistos como una instancia impuesta «desde 
arriba» (la Ley General de Educación) es fun-
damental comprender cómo se vincula este 
ejercicio de la ciudadanía con el fortalecimien-
to de una comunidad educativa en la que los 
jóvenes estén integrados como sujetos acti-
vos y reconocidos.

Esta visión de sí mismos como sujetos jóvenes 
en tensión también con el mundo adulto es la 
que permite una educación ciudadana real que 
no pasa por una asignatura sino por el ejercicio 
pleno de formas alternativas de participación 
y decisión. Es la que permite que el sujeto se 
sienta parte activa y responsable de una comu-
nidad en la que existen reglas y normas sobre 
las que puede incidir en diálogo con los demás 
y en la que se habilitan mecanismos que permi-
ten dirimir el conflicto y desencuentro de ideas 
mediante la construcción de acuerdos. Esto 
interpela no solamente la visión que los jóve-
nes tienen de su lugar en el sistema educativo 
y en la sociedad; interpela también el lugar que 
tradicionalmente los adultos les otorgan, sobre 
todo en una sociedad envejecida.

Efectivamente, es difícil que la institución 
educativa revierta de la noche a la mañana la 
naturaleza de sus relaciones, ancladas en el 
poder de los adultos. Para los estudiantes, la 
posibilidad de elevar peticiones, de expresar-
se libremente, de reunirse y elegir delgados es 
un mecanismo formativo que los prepara para 
incorporarse a la vida en una sociedad políti-
camente democrática. Se aprende a participar 
y también a delegar poder, aunque este poder 
es escaso en la escuela. Como dice Fernán-
dez Enguita, en cualquier caso hay un aspecto 
que separa la participación escolar de la par-
ticipación política: mientras los ciudadanos 
tienen un derecho formal igual al voto o a la 
representación en la esfera política general, 
los espacios de participación escolar discrimi-
nan a los alumnos al no revertir las relaciones 
de poder que se instituyen en su interior. En 
este sentido el poder de los profesores «… va 
más allá de la paridad que correspondería a 
la concepción de la escuela como asunto que 
concierne a dos partes, y la presencia de los 
padres es más una limitación a la participación 
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de los alumnos que a la omnipotencia de los 
profesores» (Fernández Enguita, 1996, p. 34)

Sumemos a esto la disparidad de respuestas 
del sistema. Al día de hoy, los centros educati-
vos de enseñanza media tienen una pluralidad 
de técnicas de resolución de conflicto y de 
gestión de la convivencia que determina la ne-
cesidad de investigar en profundidad el modo 
en que se trabaja (anep, opp, UnaONU, 2010). 
Esta pluralidad obedece tanto a la impronta de 
cada director como a la diversidad de activida-
des curriculares y programas de acción que 
coexisten en ellos y que tienen por objetivo 
trabajar la inclusión social: equipos multidisci-
plinarios, liceos abiertos, piu (Programa de Im-
pulso a la Universalización del Ciclo Básico), 
becas de apoyo estudiantil (Compromiso Edu-
cativo y becas mec) y vínculo con aulas comu-
nitarias, fundamentalmente. A ello se suman 
las actividades curriculares y extracurriculares 
impulsadas por los centros: talleres, activida-
des de convivencia, eca (Espacio Curricular 
Abierto) y regulación de la vida cotidiana. Fi-
nalmente, el grado de implementación de ac-
tividades de participación docente, estudiantil 
y de la comunidad: actividades con el medio, 
vínculo con los padres, espacio de coordina-
ción docente, delegados estudiantiles e imple-
mentación de los Consejos de Participación.

A priori puede establecerse que existe una 
gran variedad en los modelos de convivencia 
encontrados en los programas de inclusión 
social en curso, en el tipo de actividades ex-
tracurriculares desarrolladas y en el grado de 
implementación de los Consejos de Partici-
pación. Los programas de inclusión no están 
presentes en todos los centros educativos y 
cada dirección los gestiona de un modo dife-
rente. Y los Consejos de Participación están 
en proceso de implementación en el país. Por 
otra parte, la aplicación de normas discipli-
narias y técnicas de resolución del conflicto 
varían en la práctica cotidiana de cada centro 
pero son omnipresentes, del mismo modo que 
la presencia del servicio 222.

Esta diversidad hace necesario avanzar en 
la construcción de modelos de convivencia 

que puedan dar cuenta del grado de avance 
en una cultura de promoción de derechos e 
impulso de la participación. Más allá del cono-
cimiento de las acciones específicas, es fun-
damental determinar qué concepciones y re-
presentaciones explican las prácticas que dan 
en modelos de convivencia y resolución de 
conflictos. Asimismo, qué representaciones se 
tienen respecto de lo que la participación es y 
lo que debe abordarse por su intermedio. En 
este sentido, es relevante conocer lo que los 
actores entienden por vínculo con la comuni-
dad, qué los mueve a participar activamente 
en la vida del centro educativo y quiénes son 
las voces que, desde la práctica, se conside-
ran legítimas para integrar espacios de partici-
pación. Esto es, quiénes son los alumnos, do-
centes, padres y actores de la comunidad que 
se interesan en participar o cuya participación 
promueve el centro. Y, sobre todo, cuál es el 
trasfondo de las representaciones sociales en 
que se mueven:

En este caso, instituir es consagrar, es 
decir, sancionar y santificar un estado de 
cosas, un orden establecido, como hace 
justamente una constitución en el sentido 
jurídico-político del término. La investi-
dura (del caballero, del diputado, del pre-
sidente de la República, etc.) consiste en 
sancionar y santificar haciendo conocer y 
reconocer una diferencia (preexistente o 
no), haciéndola existir en tanto que dife-
rencia social, conocida y reconocida por 
el agente investido y por los demás. En 
suma, para poder comprender los fenó-
menos sociales más fundamentales, tanto 
los que se producen en las sociedades pre-
capitalistas como en nuestro propio mun-
do (el diploma pertenece a la magia tanto 
como los amuletos), la ciencia social debe 
tener en cuenta el hecho de la eficacia sim-
bólica de los ritos de institución; es decir, 
poder de actuar sobre lo real actuando so-
bre la representación de lo real (Bourdieu, 
1985, p. 80).

Nada está jugado y mucho está dicho y por ha-
cer sobre lo dicho. Recordemos las palabras 
de una delegada estudiantil de bachillerato 
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representante de su centro en las jornadas 
de participación estudiantil que involucraron 
a todos los delegados de centros educativos 
del país y que tuvieron lugar recientemente, 
promovidas por el Consejo de Educación Se-
cundaria: 

No queremos más que a los jóvenes nos 
miren como los infractores, que cada vez 

que prendés la tele te digan todo el tiempo 
que los jóvenes son violentos. Nosotros no 
somos eso. No somos drogadictos, somos 
normales. Y queremos que acá vengan los 
medios a ver lo que hacemos los jóvenes y 
lo que proponemos. No que vengan porque 
vino el presidente y se vayan con él sin ha-
blar con nosotros (Delegada estudiantil, 
liceo de Montevideo, bachillerato, 16 años).
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Las condiciones de realización de la democra-
cia y de producción de una sociedad integrada 
nos obligan a reflexionar sobre las claves ins-
titucionales para la realización de una ciuda-
danía que respete los derechos económicos, 
sociales, políticos y subjetivos en cada uno de 
los campos que tienen por misión trabajar con 
niños, adolescentes y jóvenes. Ello nos lleva 
a analizar la relación existente entre institucio-
nes o programas institucionales (Dubet, 2006) 
y consolidación de prácticas de inclusión e in-
tegración social que inciden en los procesos 
que producen o consolidan la violencia social.

Consideramos que existen algunos elementos 
determinantes de la relación entre violencia, 
juventud e institucionalidad que resumimos 
en cuatro enunciados: a) en los ámbitos estu-
diados, las prácticas institucionales son insufi-
cientes en el plano de trabajo sobre las raíces 
sociales de la violencia y confunden respues-
tas dirigidas a la opinión pública con medidas 
relativas a la prevención de la violencia; b) la 
violencia estructural puede ser desarticulada 
por los programas institucionales; c) las medi-
das socioeconómicas son insuficientes si no 
se ingresa en disposiciones que planteen los 
límites que tienen las instituciones para inte-

grar e incluir; d) la actividad educativa es un 
eje sustantivo de intervención capaz de incidir 
en la reducción de la violencia estructural e 
institucional.

En Uruguay las especificidades de las prác-
ticas institucionales de atención a la niñez y 
la adolescencia se relacionan con la configu-
ración temprana de un Estado de bienestar 
muy desarrollado, que no ha sido totalmente 
«desmantelado» gracias a una cultura política 
estatista. A partir de la década de los setenta 
varios procesos sociales vienen a cuestionar 
la imagen de una sociedad integrada y amor-
tiguadora de los conflictos, pero que incumple 
los derechos fundamentales de niñas, niños 
y adolescentes. Por esa razón, las actuales 
políticas dirigidas a estos segmentos pobla-
cionales tienen como horizonte el nuevo cna 
aprobado en Uruguay en setiembre de 2004, 
pieza jurídica esencial en la redefinición de la 
ciudadanía de este sector de la población. En 
última instancia, este código se sustenta en la 
normativa internacional sobre los derechos de 
los niños, niñas y adolescentes (Declaración 
de 1959 y Convención de 1989), marco de re-
ferencia jurídico necesario para elaborar las 
políticas dirigidas al cumplimiento de todos 
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sus derechos. Sin embargo, el pasaje de una 
ciudadanía tutelar a una ciudadanía plena no 
puede lograrse solamente con cambios en la 
normativa.

En líneas generales, el Estado ha protegido a 
los adultos mayores mediante el sistema de 
seguridad social, pero la protección otorgada 
a las generaciones más jóvenes ha sido his-
tóricamente insuficiente, aun cuando el gasto 
social en los más jóvenes es considerado el 
más «redituable». La inversión en la infancia 
es fundamental para romper el círculo vicio-
so de la pobreza, y tiene efectos significativos 
sobre el desarrollo económico y social de un 
país. A pesar de la referida tendencia de largo 
plazo, se observa que «… a través del Presu-
puesto 2005-2009 y de las sucesivas leyes de 
rendición de cuentas, el Gobierno ha impreso 
un cambio visible —indiscutible— en la defini-
ción de los grupos poblacionales al momento 
de asignar los recursos…» (De Armas, 2008, 
p. 21), por lo que puede sostenerse que ac-
tualmente el país está encaminado hacia la 
reducción de la brecha entre las generaciones 
más jóvenes y las más viejas. Se hace impres-
cindible consolidar esta reducción trabajando 
y revirtiendo los factores que ocasionan esa 
brecha en las instituciones y los programas 
sociales, que no se revierten únicamente con 
el aumento de asignaciones y transferencias 
económicas. Se trata de abordar la dimensión 
institucional, esto es, cultural, de las políticas 
en el ámbito del Estado (Viscardi, 2010).

En este contexto, establecemos que pensar 
las políticas institucionales en los ámbitos re-
feridos supone pensar las políticas de subjeti-
vidad. En materia educativa, estas dan cuenta 
de los factores sobre los cuales es preciso 
trabajar para llevar adelante políticas exitosas 
de ruptura del determinismo social de los re-
sultados de aprendizaje (Tedesco, 2010). En 
este sentido, y en cualquiera de los niveles, 
podemos establecer que si bien tales políticas 
aparecen como riesgosas, no implementarlas 
también tiene costos. Así, debe trabajarse el 
vínculo entre representaciones colectivas, me-
dios de comunicación e inseguridades, puede 
educarse en la rehabilitación para impulsar un 

modelo de control social más orientado a la 
protección y reinserción que al castigo, y su-
perar la violencia instituida como límite para 
la educabilidad. El horizonte es franquear las 
barreras que consolidan a los jóvenes como 
un «otro» en las más diferentes esferas refor-
zando una alteridad que se considera natural-
mente violenta, inadaptada e ineducable.

Si observamos los procesos educativos, ve-
mos que en Uruguay, al igual que en la región, 
las transferencias que se realizaron requieren 
cada vez más de políticas institucionales que 
aborden las subjetividades y los sujetos. A 
pesar de la importante expansión educativa a 
nivel global, que ha conducido a un aumento 
continuado de las tasas de escolarización en 
enseñanza primaria y secundaria, las tasas de 
pobreza y desigualdad a nivel global y regional 
se han mantenido altamente invariables (Bonal 
y Tarabini, 2010). Por otra parte, las distancias 
existentes en América Latina entre los niveles 
objetivos de seguridad y las percepciones de 
inseguridad tienen su máxima expresión en 
nuestro país. Se constata una tendencia por 
la cual en los países más seguros (Argentina 
y Uruguay) se presentan los niveles más altos 
de percepción de inseguridad (bid, 2005), lo 
que muestra que es necesario trabajar los ele-
mentos subjetivos de la relación entre violencia 
y medios. La cuestión de los medios —y de la 
violencia simbólica— es capital en una socie-
dad marcada por una política de comunicación 
que, además, trasciende los límites del Estado 
en su carácter global. Finalmente, el aumento 
de la población carcelaria y la falta de medidas 
eficientes de rehabilitación han sido histórica-
mente factores de reproducción de la violencia 
(Body Gendrot, 1997; Wacquant, 1999).

Así, el desafío de la reasignación de recursos 
no es ya únicamente la transferencia a los 
sectores carenciados y el desarrollo del asis-
tencialismo, sino también la transformación 
de las prácticas institucionales y el desarrollo 
de políticas de subjetividad. Transformar la 
normativa sobre la edad de responsabilidad 
penal constituye un retroceso cuando aún no 
hemos implementado hasta las últimas conse-
cuencias lo que se incluye en el cna.
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¿Dónde focalizar? Deben resolverse las ten-
siones institucionales de los ámbitos a dis-
posición. ¿Qué penalizar cuando se debe 
responsabilizar a alguien porque ha cometido 
un delito a la ley penal, pero además se debe 
aplicar una sanción de carácter educativo? Se 
tensiona al máximo, de hecho, la relación en-
tre castigar y educar en el ámbito del sistema 
punitivo del Estado. El sistema judicial debe 
aplicar medidas socioeducativas, y para ha-
cerlo debe existir un sistema institucional que 
efectivamente pueda dar cuenta de ellas. No 
es la realidad en muchos programas del inau 
de hoy, algunos de ellos aún de corte más car-
celario que educativo. De hecho, la situación 
del inau hace que no exista un sistema real 
ampliado de medidas socioeducativas sobre 
todo en la privación de libertad.

En el ámbito legal hemos tenido avances por 
medio de la Ley de Violencia Doméstica, del 
cna y de la Ley General de Educación; el de-
safío es seguir trabajando para ver el impac-
to de las recientes medidas. Seguir luchando 
significa seguir transformando la práctica y la 
cultura que la sustenta desde el lugar de las 
instituciones. De no impulsarse la ciudadanía 
en la escuela, los liceos, los espacios públi-
cos, el trabajo, el sistema judicial, las institu-
ciones de seguridad y las de protección a la 
infancia, muchas formas de violencia social 
continuarán reproduciéndose.

Nadie puede afirmar a ciencia cierta que la 
crónica roja tanto en la prensa como en la te-
levisión, basada fundamentalmente en la so-
breexposición de delitos violentos protagoni-
zados por jóvenes y por jóvenes vulnerables, 
es la única causante de la sensación de inse-
guridad. Pero es necesario intentar transfor-
mar la realidad informativa llegando a acuer-

dos entre diferentes espacios institucionales 
que se ocupan de la comunicación y difusión 
de informaciones. Consideramos, así, que de-
ben debatirse los problemas de la niñez y la 
adolescencia en espacios públicos, pero en 
ámbitos que no signifiquen alimentar proce-
sos de estigmatización.

Siempre que fundado en una crítica a las ba-
ses culturales que dan en la reificación de re-
presentaciones sociales que excluyen a los 
adolescentes y jóvenes, es prometedor el tra-
bajo con los niños y adolescentes como su-
jetos de derecho para que sean educados en 
la participación y construcción tanto de acuer-
dos colectivos como de sus individualidades. 
Esto es, cuestionar las bases del poder adulto 
que excluye en nombre de la defensa de sus 
intereses en diferentes ámbitos del Estado 
para desmantelar los procesos que impiden 
la construcción de un sujeto joven con deter-
minada cultura identitaria. Afirmarlo, precisa-
mente, en su proceso de construcción política 
como individuo, individuo que debe ser nece-
sariamente un individuo sostenido, al decir de 
Castel (1997). Sin construcción de identida-
des, sin aprendizaje de la convivencia en la di-
ferencia y la multiculturalidad, poco podremos 
avanzar en la construcción de una ciudadanía 
democrática. Máxime cuando el horizonte de 
las luchas colectivas es cada vez más el recla-
mo por seguridad y exclusión de los vulnera-
bles. Si bien, como dice Dubet, la crisis de las 
instituciones es un proceso histórico gravoso, 
la conciencia de esta crisis «… lleva a cam-
biar de perspectiva y a pasar a una concep-
ción más política de las instituciones porque 
no puede haber otro modo de legitimidad del 
trabajo sobre los otros que aquella surgida de 
la democracia» (Dubet, 2006, p. 442).
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